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LA TRADUCCION ESPAÑOLA DE LA PARTE      



GENERAL DEL CODIGO EUROPEO DE 
CONTRATOS


1.- Conviene precisar ab initio el valor efectivo que posee per se esta Parte General del Código europeo de contratos, también conocido  como Proyecto de Pavía (por tener en esta bella ciudad su sede la Academia de Jusprivatistas Europeos que lo ha patrocinado y gestado), y también Proyecto Gandolfi (por alusión al nombre de su impulsor y coordinador, verdadero factotum de esta ambiciosa e ilusionante empresa), y cuya traducción al español ofrecemos a continuación. Ante todo conviene aclarar que ni el Proyecto Gandolfi, ni su paralelo el Proyecto Lando, disfrutan, por ahora, de ningún carácter oficial, perteneciendo más bien a lo que durante el siglo XIX se designó en Alemania como manifestación del Professorenrecht. Es verdad que ambos Proyectos, en alguna manera, han sido “oficializados” por los organismos europeos
, ya sea por haberlos, en cierto modo, “autorizados”a lo largo de su elaboración, o bien por haber sido “presentados” ante aquéllos, aunque carecen de cualquier mínima fuerza de obligar, por no haberlos hecho suyo la UE; en consecuencia, no poseen  más autoridad que la científica de quienes los han elaborado. Pero resulta innegable que ambos Proyectos han surgido, hic et nunc,  oportunamente, en la presente coyuntura histórica, y no en otra, de modo que cualquiera de ellos, o ambos a la vez, podrían ser adoptados oficialmente por la UE, o servir de base al que, en fecha no lejana, se promulgue definitivamente por aquélla.


2.- Si hasta aquí ha sido posible señalar, entre ambos proyectos, significativas coincidencias, las divergencias son igualmente notorias, tanto por el modo de actuar los grupos o comisiones de juristas que las han elaborado, como por el resultado obtenido individualmente en el,  -sin duda, muy meritorio-  trabajo llevado a cabo por los mismos. Por un lado, el profesor danés Lando se ha rodeado de un grupo, más bien reducido, de civilistas pertenecientes a los países comunitarios. Por otro, similarmente, y en virtud de las conclusiones alcanzadas por el Congreso de Pavía de 1990, su organizador e inspirador, el Profesor italiano Gandolfi, romanista, civilista y comparatista acreditado, ha promovido la fundación de la Academia de Jusprivatistas Europeos, con sede en la Universidad pavese, con la finalidad de llegar a la redacción de un Código europeo de Contratos
. Lando se ha orientado especialmente y se ha guiado preferentemente por la experiencia inglesa
, y se ha propuesto alumbrar unos principios comunes a los sistemas del civil law y de la common law. La Academia de Pavia aspira, por su parte, a elaborar un conjunto de reglas o preceptos que sean inmediatamente aplicables por el Juez o el operador del derecho, y sin olvidarse de las concepciones del derecho inglés –tenidos en cuenta a través del Code McGregor
- , pero tomando también en consideración la extensa experiencia bicentenaria codificadora europea, en la que destaca la función mediadora realizada por el Codice civile de 1942. También parecen diferir, hasta ahora, en el modus operandi pues mientras el Proyecto Lando ha utilizado con preferencia el trabajo en comisiones, en el proyecto Gandolfi se ha privilegiado el trabajo global, sea tanto a la hora de hacer propuestas, como a la de discutir y aprobar el texto definitivo.


3.- La idea del Proyecto de Pavía se debe –como se ha indicado-,  al Prof. Gandolfi quien convocó en 1990, en dicha ciudad,  un Congreso de civilistas europeos con la idea fundamental de responder a la pregunta de si la unidad de mercado, recogida reiteradamente en los Tratados del Mercado Común y de la UE, no implicaba necesariamente la unidad de las reglas contractuales aplicables a las transacciones intracomunitarias. La idea había empezado a discutirse previamente en círculos reducidos de juristas, con diversidad de respuestas; representaba un hito cualitativo del desarrollo del derecho comunitario en materia contractual; era novedosa y, hasta cierto punto, revolucionaria, pues de una parte significaba la culminación del proceso codificador europeo, desarrollado desde principios del siglo XIX, y, de otra, suponía en cierto modo, volver a los orígenes del Jus commune europeum, vivido efectivamente en el continente europeo varios siglos después de la Recepción, aunque obstaculizado, de hecho, por la promulgación de Códigos basados en el poder legislativo absoluto de los estados nacionales. Todo un desafío, sin duda. La respuesta de los asistentes al Congreso de Pavía fue abrumadoramente mayoritaria en sentido afirmativo, concretándose que la preparación de semejante cuerpo legal europeo debía partir del Codice civile de 1942, y del manuscrito aportado – y posteriormente publicado- al Congreso por el Prof. inglés Mc Gregor, en relación con el derecho contractual de su país (trabajo encargado al autor inicialmente por la Law Commission del Parlamento inglés, con vistas a una eventual unificación con el derecho escocés, idea ulteriormente abandonada),  bien entendido que el señalamiento de ambos textos lo era en concepto de referencias genéricas y de modo orientativo, y en modo alguno significaban un criterio limitativo o restrictivo. Gandolfi promovió, con otros juristas europeos asistentes al Congreso, la creación de la Academia de Jurisconsultos europeos, con sede en Pavía, que, de modo fundamental, ha institucionalizado la idea codificadora europea. En la actualidad forman parte de aquella Academia alrededor de setenta miembros pertenecientes a todos los países miembros de la UE, más Suiza, y se ha iniciado recientemente una línea aperturista para la admisión de civilistas no comunitarios, tanto de los antiguos países del Este, como hispanoamericanos.


4.- Fundamental ha resultado la designación del Coordinador que, obviamente, había de recaer en el Prof. Gandolfi, alma y activo propulsor del proyecto, poseedor – como ya he indicado- de una profunda y acreditada formación romanista y civilista, completada con una visión comparatista, moderna y apegada a la realidad, propia de quien, desde hace muchos años, ejerce la Abogacía en Milán, capital de una de las regiones europeas más abiertas al futuro. Habitualmente se utilizan en las reuniones y comunicaciones escritas los idiomas inglés, alemán, español, francés e italiano, aunque los dos últimos con preferencia; se trata, por tanto, de un texto legal pensado y redactado en una lengua latina. Una vez que se fijó el plan de trabajo, el Coordinador comenzó a recibir proposiciones de cualesquiera miembros, sea individualmente, o por grupos, redactando luego un cuestionario, resumiendo aquéllas,  que distribuye a todos para su discusión en una reunión general
. Con los acuerdos que resultan de una discusión abierta, en la que todos tienen derecho a intervenir, el Coordinador redacta el texto definitivo.


5.- Para explicar aquí mi intervención personal en este Proyecto, debo decir que no me correspondió el honor de asistir al Congreso de 1990, si bien posteriormente fui llamado a la Academia, y he tenido la enorme satisfacción de participar en todas las reuniones celebradas desde que comenzó a discutirse el artículo 1º, junto a los Profesores De los Mozos y Luna Serrano, entre los españoles pertenecientes a la Academia. En este momento, y pensando en la conveniencia de dar a conocer el Proyecto entre nosotros, solicité y obtuve del Ministerio de Educación y Ciencia la financiación del Proyecto BJU2000-1021, cuyo título me parece suficientemente explicativo: Ante la unificación europea del Derecho contractual: Incidencia  en España del Anteproyecto del Grupo de Pavía, dedicado a estudiar el impacto que en nuestro derecho produciría la eventual adopción de dicho Proyecto; para lo cual constituí un Equipo de Profesores de las Universidades de Zaragoza, La Rioja y La Laguna, cuyos miembros han colaborado en la traducción del texto francés que ahora se publica, y que nos proponemos utilizar  en nuestra ulterior investigación
.


6.- Las razones para haber dedicado especial atención a la versión española de la Parte General del Proyecto de Pavía han sido varias y sucesivas. Ya en la primera reunión del Equipo que dirijo,  advertimos la dificultad que ofrecía la lectura del texto oficial francés, tal como había sido publicado, y por ello nos pareció prudente dedicarle algún tiempo a fijar la versión española – en realidad ha sido casi un semestre, el empleado en la tarea de verterlo a nuestro idioma- . Las traducciones españolas realizadas hasta ahora, o son parciales, o resultan algo apresuradas; mención aparte merece la realizada autorizadamente por el Prof. De los Mozos, aunque tampoco se presenta como definitiva. Las dificultades que han aflorado pueden derivar del modus operandi de la Academia en sus deliberaciones. En realidad –como anteriormente aclaré-,  los idiomas francés e italiano resultan ser los más utilizados en las discusiones. Todas las intervenciones se graban para su ulterior transcripción. Pero la experiencia demuestra, en cuanto a la corrección del idioma utilizado, que no es lo mismo que se emplee por los Académicos que lo tienen como idioma materno, que por los demás. Gandolfi se encarga de cuidar la corrección estilística del texto final, habiendo además un revisor de lengua francesa. Pero ya se comprende la pluralidad de retoques y modificaciones que puede experimentar cualquier término o propuesta oral, utilizado o  presentada en el debate.


7.- El Equipo de Profesores que dirijo posee una acreditada pericia en el manejo de textos jurídicos franceses, sea por el tiempo que cada profesor ha dedicado particularmente al aprendizaje del idioma, o debido a estancias prolongadas en Universidades francesas, o a la experiencia adquirida en tareas investigadoras comparativas. Doy fe de la viveza de las discusiones suscitadas ante la versión de algunos textos singularmente difíciles, que, a todos, nos hacían reflexionar, y, a veces, iluminaban las dudas surgidas individualmente en el que nos había correspondido verter.  Sabido es que la traducción, como fase previa a la comparación, no puede hacerse a la ligera, ni apresurada o distraídamente, confiado –por ejemplo-  el traductor en la facilidad de tratarse de una lengua románica. No se garantiza, obviamente, una buena versión española por el mero hecho de poseer el traductor extensos conocimientos de lingüística, en este caso francesa, –así no es infrecuente en Congresos internacionales disfrutar de versiones ininteligibles del francés  para juristas hispanohablantes- . En nuestro caso el traductor, además de ambos idiomas,  debe conocer suficientemente el sistema contractual francés y dominar a fondo, el sistema jurídico español; esto último se presume vehementemente en quienes llevan varios años como profesores, permanentes o no permanentes, con exclusiva dedicación a la enseñanza e investigación.  Por último, han de verter en román paladino el texto francés, acudiendo no sólo al recurso de la traducción literal sino también al empleo de otras expresiones que reflejen fielmente el pensamiento originario.


8.- Fidelidad al texto : es la primera y elemental regla que ha de observar el traductor de textos jurídicos; otra conducta sería inventar un texto diferente, traicionando en consecuencia el pensamiento originario. Pero fidelidad no quiere decir siempre literalidad. Habitualmente la traducción literal expresa con corrección lo que quiso decir el autor, y así pegarse al texto resulta, por un lado, lo más cómodo, y, por otro, lo más seguro. Pero no infrecuentemente, en  casos como el presente, la traducción literal origina un texto español duro en su expresión, cuando no claramente incorrecto, por lo cual resulta aconsejable buscar una expresión española más fluida y elegante que la literal. En los supuestos más difíciles, se indican en nota las razones de la versión elegida, entre las posibles, o, excepcionalmente, los razones por las que ha parecido ineludible corregir el texto original. Por lo demás se ha procurado mantener la misma traducción en todos los casos en que el texto francés se reitera.


9.- No aspiramos a haber pronunciado la última palabra –para lo cual carecíamos de legitimación- sino únicamente a dotarnos de un instrumento de trabajo, útil para nosotros y para quienes, en adelante, se preocupen por este texto supranacional llamado, probablemente, a marcar un hito en la dificultosa tarea de construir en el s. XXI un nuevo Jus commune europeum
. Séame permitido reproducir, en versión original, el juicio sobre el Proyecto que expresa el Doyen CARBONNIER, uno de los clásicos Maestros del Derecho civil, miembro también de la Academia: “Enfin le volume est sous nos yeux: nous avons un code. Non pas de simples linéaments, mais un code avec la completude qu’implique le mot. Il suffit de parcourir, sur la table de matières, les rubriques d’articles (dont quelques uns ont de quoi intriguer) pour se convaincre que, dans le domaine des contrats, il n’est pas de coin ni de recoin que le Code “Gandolfi” n’ait abordé et éclairé
.
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CÓDIGO EUROPEO DE CONTRATOS

TÍTULO I

DISPOSICIONES PRELIMINARES

Art. 1. 

Definición
 
1. El contrato es el acuerdo de dos o más partes destinado a crear, regular, modificar o extinguir una relación jurídica, de la que pueden derivarse obligaciones y otros efectos, incluso a cargo de una sola parte.


2. Salvo lo dispuesto en las disposiciones siguientes, el acuerdo puede establecerse también mediante actos concluyentes, positivos u omisivos,
 siempre que sea conforme a una voluntad precedentemente manifestada, a los usos o a la buena fe.

Art. 2.

Autonomía contractual

1. Las partes pueden determinar libremente el contenido del contrato dentro de los límites impuestos por las normas imperativas, las buenas costumbres y el orden público, tal como se establece en este Código, en el Derecho comunitario o en las leyes nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea, con tal que las partes no persigan con ello únicamente perjudicar a tercero.


2. Dentro de los límites del apartado anterior, las partes pueden celebrar contratos no regulados en este Código, y, en particular, mediante la combinación de diferentes tipos legales, y la unión de varios actos.

Art. 3. 

Reglas generales y particulares aplicables a los contratos

1. Los contratos, tengan o no una denominación propia en este Código, quedan sometidos a las reglas generales objeto del presente libro.


2. Las reglas relativas a los contratos que tienen denominación propia en el presente Código se aplican por analogía a los contratos que no la tienen.

Art. 4.

Reglas aplicables a los actos unilaterales


Salvo disposición contraria de este Código, o comunitaria, o en vigor con carácter imperativo en los Estados miembros de la Unión Europea, las reglas siguientes relativas a los contratos deben aplicarse, en tanto sean compatibles, a los actos unilaterales realizados con vistas a la estipulación de un contrato, o en el desarrollo de la relación que de aquél deriva, aunque tengan por finalidad provocar su extinción o invalidación. 

Art. 5. 

Capacidad de contratar y elementos esenciales del contrato


1. Salvo disposición contraria que fije un límite de edad inferior, el contrato puede celebrarse por una persona física que ha cumplido dieciocho años, o bien que esté emancipada y haya obtenido las autorizaciones requeridas por su ley nacional.


2. El contrato celebrado por un menor no emancipado, por una persona declarada legalmente incapaz, o que, incluso con carácter transitorio, no está en condiciones de entender o de querer, es susceptible de ser anulado conforme al art. 150.


3. Los elementos esenciales del contrato son:


    a) El acuerdo de las partes;


    b) el contenido.


4. Una forma particular sólo será necesaria en los casos y para los fines indicados en este Código.

TÍTULO II

FORMACIÓN DEL CONTRATO

Sección 1

Tratos precontractuales
  

Art. 6.

Deber de protección

1. Cada parte es libre de iniciar tratos preliminares con el fin de celebrar un contrato, sin que se le pueda imputar ninguna responsabilidad en el caso de que aquél no se perfeccione, salvo si su comportamiento es contrario a la buena fe.


2. Actúa contra la buena fe la parte que inicia o prosigue tratos preliminares sin intención de llegar a la celebración del contrato.


3. Si en el transcurso de los tratos preliminares las partes han examinado ya los elementos esenciales del contrato, cuyo eventual perfeccionamiento se prevé, la parte que ha suscitado en la otra una confianza razonable en cuanto a la celebración del mismo, actua contra la buena fe desde que interrumpe los tratos preliminares sin motivo justificado.


4. En los casos previstos en los párrafos anteriores, la parte que ha actuado contra la buena fe está obligada a reparar el daño sufrido por la otra hasta el máximo de los gastos comprometidos por esta última en el curso de los tratos preliminares con vistas a la celebración del contrato, así como por la pérdida de ocasiones similares causada por los tratos pendientes.

Art. 7.

Deber de información


1. En el curso de los tratos preliminares, cada parte tiene el deber de informar a la otra sobre todas y cada una de las circunstancias de hecho y de derecho, que conoce o debe conocer, y que permitirían a la otra parte adquirir conciencia de la validez del contrato y del interés en su celebración.


2. En caso de omitir la información,  o de declaración falsa o reticente, si el contrato no se ha celebrado, o está viciado de nulidad,  la parte que ha faltado a la buena fe responderá frente a la otra en la medida prevista en el art. 6º, apartado 4º. Pero si el contrato ha llegado a perfeccionarse, restituirá la suma recibida o abonará la indemnización que el Juez estime conforme a la equidad, salvo el derecho de la otra parte a impugnar el contrato por error.

Art. 8. 

Deber de reserva


1. Las partes tienen el deber de hacer uso reservado de las informaciones que obtienen de modo confidencial con ocasión del desarrollo de los tratos preliminares.


2. La parte que no respete este deber estará obligada a reparar el daño sufrido por la otra, y si además ha obtenido una ventaja indebida con la información confidencial, deberá indemnizar a ésta en la medida de su propio enriquecimiento.

Art. 9. 

Tratos preliminares con los consumidores fuera del establecimiento mercantil


1. El comerciante que propone la celebración de un contrato, a un consumidor, fuera de su establecimiento mercantil, deberá informar por escrito a este último de su derecho a desistir del contrato, del modo y en los plazos definidos  en el art. 159.


2. En el presente Código se entiende por consumidor la persona física que actúa fuera del ámbito  de sus actividades profesionales.


3. La falta de la comunicación prevista en el apartado 1º de este artículo producirá las consecuencias previstas en el art. 159, a cargo del comerciante y a favor del consumidor.

Art. 10.

Tratos preliminares en el comercio internacional o intercontinental


1. Salvo pacto en contrario, en el curso de los tratos preliminares con vistas a la celebración de contratos internacionales o intercontinentales, las partes estarán obligadas a respetar los usos generalmente en vigor para contratos del mismo tipo y en el mismo sector comercial, respecto de los cuales aquéllas conocen o deben conocer. 


2. La parte que incumpla los deberes mencionados en el primer apartado de este artículo, responderá frente a la otra, tal como se prevé en los artículos precedentes y en la medida en que le sean aplicables.

Sección 2

Celebración del contrato

Art. 11.

Oferta verbal y su aceptación

1. La oferta verbal para celebrar un contrato, incluso si está acompañada de un documento proporcionado a la otra parte en su presencia, debe ser aceptada inmediatamente, salvo cuando resulte lo contrario de los tratos preliminares o de las circunstancias.

2. Si la oferta puede ser aceptada inmediatamente o si es hecha por teléfono, el contrato se considera perfeccionado en el momento y lugar en el que oferente ha conocido o debía haber conocido la aceptación.

Art. 12. 

Oferta escrita y su aceptación

1. Cuando una de las partes envía a la otra por cualquier medio la oferta escrita para celebrar un contrato, se considera perfeccionado en el momento y en lugar en el que el autor de la oferta ha conocido o debía haber conocido la aceptación.


2. Si la oferta se dirige a varios sujetos determinados, el contrato se perfecciona en el momento y en el lugar en el que el autor de la oferta conoce o debía haber conocido la aceptación por parte de uno cualquiera de ellos, salvo si se ha precisado en la oferta o si se puede deducir de la misma o de las circunstancias que dicha oferta se extingue si no es aceptada por todos los destinatarios o por un cierto número de ellos. En el segundo caso, el contrato se perfecciona en el momento y en el lugar en el que el autor de la oferta ha conocido o debía haber conocido la última aceptación.

Art. 13. 

Oferta e invitación a ofertar

1 Una declaración dirigida a la celebración de un contrato tiene valor de oferta si contiene todos los requisitos del contrato a realizar o  las indicaciones suficientes en cuanto a la posibilidad de determinar el contenido, de manera que pueda ser objeto de una aceptación pura y simple, y si además expresa, al menos implícitamente, la voluntad del autor de la oferta de considerarse como obligado en caso de aceptación.


2. Una declaración que no responda a las condiciones del apartado anterior o que, dirigida a personas indeterminadas, presente el carácter de mensaje publicitario, no constituye una oferta y no es susceptible por tanto de ser aceptada. Constituye una invitación para ofertar, salvo si formula una promesa a favor de quien cumpla una acción o revele la existencia de una situación determinada; en este caso constituye una promesa pública para los fines y efectos previstos en el art. 23.

Art. 14. 

Eficacia de la oferta

1. La oferta es ineficaz mientras no llegue a su destinatario y puede hasta entonces ser retirada por su autor incluso si éste ha declarado por escrito que es irrevocable o que debe ser tenida como tal en virtud del art. 17. 


2. La oferta es eficaz mientras no sea revocada, rechazada o se extinga.

Art. 15. 

Revocación, rechazo o extinción de la oferta

1. La oferta puede revocarse mientras el destinatario no haya expedido la aceptación.


2. La oferta, incluso si es irrevocable, queda sin efecto a partir del momento en que llega a su autor una declaración de rechazo del destinatario, aunque estuviera unida a una nueva oferta.


3. Salvo lo dispuesto en los arts. 11 apartado 1 y 16 apartado 5, una oferta, incluso si es irrevocable, pierde su eficacia por extinción:

a) Cuando expira el plazo establecido para la aceptación, si ésta última no tiene lugar según las modalidades y las formas fijadas en la oferta o previstas por la ley o la costumbre;

b) Cuando no se haya indicado plazo, tras el transcurso de un cierto periodo que se pueda considerar como razonable, teniendo en cuenta la naturaleza del asunto o la costumbre, así como la rapidez de los medios de comunicación a los que se ha recurrido.


4. El retraso con el que la oferta llegue al destinatario si es imputable al oferente, prorroga razonablemente el plazo, a cuyo término se produce la extinción.

Art. 16.

Aceptación


1. La aceptación está constituida por una declaración o un comportamiento que expresan claramente la voluntad de celebrar el contrato conforme a la oferta.


2. La aceptación produce efectos desde el momento en que el autor de la oferta conoce la misma.


3. El silencio y la pasividad solamente equivalen a la aceptación:

a) Cuando así ha sido previsto por las partes, o puede deducirse de la existencia de relaciones que hayan mantenido entre sí, de las circunstancias o de la costumbre;

b) Cuando la oferta tienda a celebrar un contrato del que se deriven obligaciones únicamente para su autor.


4. En el caso previsto en la letra b del apartado precedente, el destinatario puede rehusar la oferta en el plazo exigido por la naturaleza del asunto o por la costumbre. En ausencia de tal rechazo, el contrato se perfecciona.


5. El autor de la oferta, si da su confirmación inmediata a la otra parte, puede considerar perfeccionado el contrato aunque haya tenido conocimiento de su aceptación en una fecha posterior al plazo previsto por el art. 15 apartado 3, o aunque la aceptación no haya sido conforme a la forma y modalidades previstas en la oferta.


6. Una aceptación no conforme a la oferta equivale a su rechazo y constituye una nueva oferta, salvo lo previsto en el apartado siguiente.


7. Si la aceptación contiene cláusulas diferentes, pero que no modifican substancialmente la oferta por referirse a aspectos marginales del negocio, y el autor de la oferta no comunica rápidamente su desacuerdo a propósito de tales modificaciones, el contrato se considera perfeccionado conforme a la aceptación.


8. La aceptación puede retirarse, siempre que la correspondiente declaración llegue al autor de la oferta antes o al mismo tiempo que la propia aceptación.

Art. 17. 

Oferta irrevocable

1. Una oferta es irrevocable cuando su autor se obliga expresamente a mantenerla durante un cierto periodo de tiempo, o si, sobre la base de negocios precedentes realizados entre las partes, de tratos preliminares, del contenido de cláusulas o de la costumbre, se puede razonablemente reputar como tal. Salvo lo previsto en el artículo 14 apartado 1, la declaración de la revocación de una oferta irrevocable no tiene efecto.


2. Lo mismo sucede si la oferta es irrevocable como consecuencia de un acuerdo entre las partes.

Art. 18. 

Muerte o incapacidad

En caso de muerte o incapacidad del oferente o del destinatario, la oferta o la aceptación no pierden su eficacia, salvo si ello está justificado por la naturaleza del asunto o por las circunstancias.

Art. 19.

Adhesión de otras partes al contrato


Cuando otras partes pueden adherirse a un contrato y las modalidades de adhesión no están determinadas, deberán dirigirse al órgano que haya sido constituido para el cumplimiento del contrato o, en defecto de éste, a todos los contratantes originarios.

Art. 20. 

Actos unilaterales


Las declaraciones y los actos unilaterales recepticios producen los efectos que puedan derivarse de la ley, de la costumbre o de la buena fe, a partir del momento en que lleguen a conocimiento de la persona a la que están destinados e, incluso si su emitente los ha declarado irrevocables, pueden retirarse hasta ese momento.

Art. 21. 

Presunción de conocimiento

1. La oferta, la aceptación, su retirada y su revocación, así como la retirada y la revocación de toda otra manifestación de voluntad, comprendidos los actos previstos en el artículo precedente, se reputan conocidos por el destinatario en el instante en que les han sido comunicados verbalmente o cuando la declaración escrita se le entrega en propia mano o llega a la dirección de su empresa o lugar de trabajo, a su dirección postal, a su residencia habitual o al domicilio que ha elegido.


2. El destinatario puede probar que, sin culpa suya, le ha sido imposible tener conocimiento.

Art. 22.

Oferta pública


1. La oferta  pública equivale a una oferta, si reúne los requisitos esenciales del contrato a cuya celebración se dirige, salvo cuando resulte lo contrario de las circunstancias o de la costumbre.


2. La revocación de la oferta pública, si está hecha bajo la misma forma que la oferta o en una forma equivalente, es eficaz incluso frente a quien no la ha conocido.

Art. 23. 

Promesa pública


1. La promesa pública, prevista en el art. 13 apartado 2, vincula a quien la ha hecho desde que se hace pública y se extingue con la expiración del plazo allí indicado o que pueda deducirse de su naturaleza o de su finalidad, o a partir de un año tras su emisión cuando la situación que preveía no ha sucedido.


2. La promesa pública puede revocarse antes del vencimiento de los plazos mencionados en el artículo precedente en la misma forma que la promesa, pero en tal caso quien la revoca debe pagar una indemnización a quienes han sido inducidos de buena fe por esta misma promesa a efectuar gastos, a menos que pruebe que el resultado esperado no habría sido obtenido.

Art. 24. 

Actos concluyentes
Salvo lo previsto en las disposiciones precedentes, el contrato se perfecciona mediante actos concluyentes cuando todos los requisitos del contrato a estipular resulten de los mismos, teniendo en cuenta igualmente los acuerdos y relaciones previas, la eventual emisión de catálogos de precios, de ofertas públicas, reglas legales, disposiciones reglamentarias y costumbres.

TÍTULO III
 
CONTENIDO DEL CONTRATO

Art. 25. 

Requisitos del contenido

El contenido del contrato debe ser útil, posible, lícito y determinado  o determinable.

Art. 26.

 Contenido útil

El contenido del contrato es útil cuando sirve a un interés de ambas partes o al menos de una de ellas, aunque dicho interés no tenga carácter patrimonial.

Art. 27.

Contenido posible

El contenido es posible cuando el contrato es susceptible de ser cumplido, al no existir obstáculos objetivos de carácter material o jurídico que impidan de manera absoluta la consecución  del fin perseguido por aquél. 

Art. 28.

Posibilidad sobrevenida del contenido

En el contrato sometido a condición o término suspensivo, se reputará posible el contenido que, aun siendo originalmente imposible, llegue a ser posible antes del cumplimiento de la condición o de la expiración del plazo.

Art. 29.

Cosas futuras

Puede ser contenido del contrato una prestación relativa a cosas futuras, salvo las prohibiciones específicas previstas por este Código o por las disposiciones comunitarias o nacionales.

Art. 30.

Contenido lícito y no abusivo

1. El contenido del contrato es lícito cuando no es contrario a las disposiciones de este Código, a las disposiciones comunitarias o nacionales, al orden público o a las buenas costumbres.

2. El contenido del contrato es ilícito cuando con él se pretende eludir la aplicación de una norma imperativa.

3. Es rescindible, en los términos previstos en el art. 156, todo contrato en virtud del cual una de las partes, abusando de la situación de peligro o de necesidad, de la falta de capacidad de entender  y querer, de la inexperiencia, de la subordinación  económica o moral de la otra parte, obliga a ésta a prometer o a realizar una prestación, o bien a conceder otras ventajas patrimoniales manifiestamente desproporcionadas en relación con lo que a cambio recibe o se le promete, sea el beneficiario de la prestación él mismo o un tercero.

4. En las condiciones generales del contrato reguladas  en el art. 33, carecen de efectos, a menos que sean expresamente ratificadas por escrito, las cláusulas que establezcan en favor del predisponente limitaciones de la responsabilidad, la facultad de desistir del contrato o la facultad de suspender su cumplimiento, así como aquéllas que establezcan en perjuicio del adherente  plazos de caducidad, limitaciones a la facultad de oponer excepciones, restricciones a la libertad contractual en sus relaciones con terceros, la prórroga o tácita reconducción del contrato, cláusulas compromisorias o derogaciones convencionales de las normas sobre determinación de la competencia de los Tribunales.

5. En los contratos celebrados entre un profesional y un consumidor, salvo lo previsto por las normas comunitarias, las cláusulas que no hayan sido objeto de discusión entre las partes carecerán de efectos si dan lugar a un desequilibrio significativo entre los derechos y obligaciones de las partes derivado del contrato en perjuicio del consumidor, incluso si el profesional está de buena fe.

Art. 31.

Contenido determinado o determinable

1. El contenido del contrato es determinado cuando puede deducirse de lo acordado tanto el objeto de las prestaciones como las modalidades y plazos de cumplimiento de éstas.

2. Si la determinación del contenido del contrato se encomienda a una de las partes contratantes o a un tercero, en caso de duda, se considerará que dicha determinación debe hacerse sobre la base de una apreciación equitativa.

3. Si la determinación del contenido encomendada a una de las partes contratantes o a un tercero no se realiza antes del transcurso de un plazo razonable, o si es manifiestamente injusta o errónea, corresponderá al juez efectuarla.
4. Si la determinación del contenido se encomienda únicamente al arbitrio de un tercero, podrá ser impugnada si se prueba la mala fe de éste último, correspondiendo entonces al juez efectuarla.
5. Si el contrato no expresa la calidad de la prestación debida, ni precisa de qué modo haya de determinarse ésta, se considera debida una prestación de calidad no inferior a la media, según la costumbre.
6. Si no se ha fijado la contraprestación pecuniaria ni el modo de determinarla, se considerará debida la cantidad prevista en las listas de precios oficiales vigentes en el lugar de cumplimiento del contrato, y, en su defecto, los precios que generalmente se aplican en el lugar en cuestión.

Art. 32.

Cláusulas implícitas

1. Junto a las cláusulas expresas, forman parte del contenido del contrato aquéllas:

a) que vienen impuestas por este Código o por las disposiciones comunitarias o nacionales, incluso sustituyendo a las cláusulas contrarias introducidas por las partes;

b) que se derivan del deber de buena fe;

c) que deben considerarse tácitamente queridas por las partes conforme a sus relaciones negociales anteriores,  a los tratos preliminares, a las circunstancias y a las costumbres generales o locales;

d) que deben considerarse necesarias para que el contrato produzca los efectos queridos por las partes.

2. Sin perjuicio de lo previsto por las disposiciones que regulan la forma de los contratos, las declaraciones  efectuadas por cada una de las partes en el transcurso de los tratos preliminares o en el momento de la celebración del contrato, a propósito de una situación o una expectativa de hecho o de derecho, en relación con los sujetos, el contenido o los fines del contrato, tienen efecto entre las partes en la medida en que sean coherentes con el texto del contrato y puedan haber determinado el acuerdo; queda a salvo la facultad de las partes de acogerse a lo dispuesto por los arts. 151 y 157.

3. En los contratos internacionales-intercontinentales se presume, salvo pacto en contrario, que las partes han considerado implícitamente aplicable a la relación creada la costumbre generalmente observada en los contratos del mismo tipo en el mismo sector comercial y que ellos conocen, o se supone que conocen o deben conocer.

Art. 33.

Condiciones generales del contrato

1. Las condiciones generales del contrato redactadas por una de las partes para regular  uniformemente una pluralidad de relaciones contractuales determinadas, son oponibles a la otra parte si ésta las ha conocido o las hubiera conocido de haber actuado con una diligencia ordinaria, salvo si las propias partes han acordado excluir su aplicación, o sustituirlas en todo o parte, o si las mencionadas condiciones deben reputarse abusivas conforme a las disposiciones de este Código o conforme a las disposiciones comunitarias o nacionales.

TÍTULO IV

FORMA DEL CONTRATO

Art. 34.

Forma especial requerida bajo pena de nulidad

1. Si para la perfección de un contrato se exige bajo pena de nulidad una forma especial, ésta deberá cumplirse en el momento en que las partes manifiestan su voluntad de alcanzar un acuerdo sobre todas las condiciones del contrato,  incluso si dicha voluntad se expresa mediante  actos no simultáneos, cuando esto resulte admisible.

2. Los contratos reales se perfeccionan por medio de la entrega efectiva de la cosa que constituye su objeto, excepto cuando, conforme a la voluntad de las partes o a la costumbre, deba considerarse que aquéllas querían celebrar un contrato consensual atípico.

Art. 35.

Contratos necesitados de forma escrita bajo pena de nulidad


1. Los contratos cuyo objeto sea la transmisión de la propiedad o la transmisión o constitución de derechos reales sobre bienes inmuebles, deberán constar, bajo pena de nulidad, en escritura pública o documento privado.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior se aplica igualmente a los correspondientes precontratos, salvo que otra cosa disponga el ordenamiento nacional vigente en el lugar donde radican los inmuebles. 

3. Quedan a salvo las normas comunitarias y de los Estados en cuyo territorio se hallen los bienes inmuebles objeto del contrato, si tales normas son aplicables a los bienes en cuestión.

4. El contrato de donación deberá constar bajo pena de nulidad en escritura pública, incluso si tiene por objeto bienes muebles, salvo que su valor, atendiendo a la situación económica del donante, sea moderado.

Art. 36.

Forma especial requerida para la prueba del contrato

1. Cuando se requiere una forma especial para la prueba del contrato, la celebración efectiva de éste debe desprenderse de un acto que revista dicha forma, aunque tal acto no existiese  todavía en el momento en el que las partes manifestaron su voluntad de celebrar el contrato.

2. Se requiere forma escrita para la prueba de los contratos cuyo valor exceda de 5.000 Euros. Para que sean oponibles a terceros, el o los documentos deberán tener fecha cierta, a menos que se pruebe que el tercero conocía su existencia.

3. Quedan a salvo las disposiciones comunitarias y las de los Estados miembros de la Unión europea que, a pesar de exigir una forma especial para la prueba del contrato, permiten que su existencia se demuestre en virtud de otros medios de prueba.

Art. 37.

Formas convencionales

Si las partes han acordado por escrito adoptar una forma determinada para la futura celebración del contrato, se presume que dicha forma se ha estipulado como requisito de validez del contrato, salvo previsión en contrario de las disposiciones comunitarias o del ordenamiento nacional vigente en el lugar de celebración del contrato. 

Art. 38.

Contrato concluido por medio de fórmulas tipo o formularios

1. En los contratos concluidos mediante la subscripción de fórmulas tipo o de formularios preimpresos o en todo caso confeccionados para regular uniformemente una pluralidad de relaciones contractuales determinadas, las cláusulas añadidas a la fórmula tipo o al formulario prevalecen  sobre las contenidas en la fórmula tipo o formulario de ser unas y otras incompatibles, incluso cuando las últimas no hayan sido eliminadas.

2. Deberá observarse además lo dispuesto en el apartado 4 del art. 30.

TÍTULO V

INTERPRETACIÓN DEL CONTRATO

Art. 39.

Análisis del texto contractual y valoración de los elementos extrínsecos

1. Cuando las declaraciones contractuales muestren de modo claro y unívoco la intención de las partes, el contenido del contrato se determinará conforme al tenor literal de éste, considerando el texto contractual en su conjunto y relacionando sus distintas cláusulas las unas con las otras.

2. Los términos empleados en el contrato se interpretarán conforme al sentido concreto que las partes expresamente les han atribuido o, en su defecto, conforme al significado técnico o habitual según los usos y costumbres mercantiles que se adecue a la naturaleza del contrato, prevaleciendo dichos significados sobre el que ordinariamente corresponde al término en cuestión. 
3. Cuando el texto contractual suscite dudas que no puedan resolverse mediante una consideración global del mismo, ni recurriendo a las declaraciones y actos de las partes, aun posteriores a la conclusión del contrato, que sean coherentes con el texto del contrato, éste último se interpretará conforme a la intención común de las partes, deducida igualmente atendiendo a los elementos extrínsecos que tengan relación con las partes. 

4. En todo caso, la interpretación del contrato no debe conducir a un resultado contrario a la buena fe o al buen sentido.

Art. 40.

Expresiones ambiguas

1. Cuando, a pesar de lo previsto en el apartado 3 del art. 39, no sea posible atribuir un sentido unívoco a las expresiones utilizadas por los contratantes, se observará, por su orden, lo previsto en las disposiciones siguientes. 

2. En caso de duda, en la interpretación del contrato o de cualquiera de sus cláusulas individuales prevalecerá el sentido que les permita surtir algún efecto sobre el que les impida producirlo.

3. En caso de duda, las cláusulas redactadas por uno de los contratantes y que no hayan sido negociadas se interpretarán contra su autor.

Art. 41.

Expresiones oscuras

Cuando, a pesar de las reglas contenidas en los artículos anteriores, persistan las dudas, si el contrato es a título gratuito se interpretará en el sentido menos gravoso para el obligado y, si es a título oneroso, en el sentido que produzca una ajuste equitativo de los intereses de las partes.

TITULO VI* 
EFECTOS DEL CONTRATO
Sección 1

Disposiciones preliminares

Art. 42.
Efectos entre las partes y en favor de terceros
El contrato tiene fuerza de ley entre las partes y produce efectos en favor de terceros según lo previsto en las reglas del presente título.

Art. 43.
Modificación y extinción del contrato y derecho de desistimiento
1. El contrato puede ser modificado, renegociado o extinguido por mutuo acuerdo de las partes o en los casos previstos en este código o por las disposiciones nacionales o comunitarias.

2. Salvo lo previsto en el apartado segundo del artículo 57, el derecho de desistir unilateralmente del contrato puede otorgarse a una de las partes contratantes o a las dos por convenio entre ellas dentro de los límites establecidos por este código, y por las disposiciones nacionales o comunitarias.

Art. 44.

Efectos no pactados
Los efectos del contrato nacen no sólo de los acuerdos entre las partes sino además de las disposiciones de este código así como de las disposiciones nacionales y comunitarias, de los usos, de la buena fe y de la equidad.

Art. 45

Efectos obligatorios
1. Del contrato pueden nacer obligaciones de dar, hacer o no hacer.

2. La obligación de entregar una cosa determinada supone la de conservarla hasta su entrega y la de adoptar todas las medidas que se precisen en orden a mantenerla y preservarla en el estado en que se encontraba en el momento de la celebración del contrato, sin perjuicio de las obligaciones a cargo de la parte que la debe recibir, y sin perjuicio de la destrucción o deterioro de la cosa debidos a caso fortuito o fuerza mayor.

3. Salvo pacto en contrario, la obligación de entregar una cosa comprende también la de entregar los accesorios y todo lo que ha sido destinado a su uso permanente en el momento del acuerdo, así como los frutos indivisibles que la cosa ha producido después del acuerdo
, y la de adoptar las medidas precisas en orden a su obtención.

4. Si únicamente se ha determinado el género de la cosa a entregar, son consideradas como debidas cosas del mismo género y de calidad no inferior a la media.

5. La parte que crea con justo motivo que el comportamiento de la otra parte contratante no es conforme a los deberes explícita o implícitamente establecidos en los párrafos anteriores, y sea susceptible de poner en riesgo sus derechos, puede obtener judicialmente, incluso antes de la expiración del plazo de cumplimiento, la adopción de alguna de las medidas previstas en el artículo 172.

6. Aquél que promete el hecho de un tercero o la asunción de una obligación por éste viene obligado a indemnizar a la otra parte contratante si el tercero se niega a asumir la obligación o no realiza el hecho prometido.

7. El mismo deber de indemnizar a la otra parte contratante rige respecto de aquél que ha declarado por escrito, en términos inequívocos, que un hecho o una situación se han producido o se producirán si éstos no se han producido o no llegan a producirse.

Art. 46.

Efectos reales
1. Salvo pacto expreso en contrario, el contrato estipulado para transmitir la propiedad de una cosa mueble, o constituir o transmitir un derecho real sobre esa cosa, produce efectos reales tanto entre las partes como frente a terceros desde el momento de la entrega de aquélla al adquirente, a la persona encargada por éste de recibirla o al transportista que, previo acuerdo, deba encargarse de la entrega.

2. En el caso previsto en el apartado anterior, si quien transmite en virtud de un contrato una cosa mueble o un derecho real sobre ésta no es el propietario ni el titular, la otra parte contratante deviene propietaria de la cosa o titular del derecho según lo previsto en el contrato, desde la entrega, con tal que sea de buena fe.

3. Para los bienes muebles inscritos y para los inmuebles, las reglas relativas a los efectos reales en vigor en los diferentes Estados en el momento de la adopción de este código continuarán aplicándose. En cualquier caso, para los bienes muebles inscritos y para los inmuebles los efectos reales no se producen sino en el momento en que se satisfacen las formalidades de publicidad previstas en la zona donde se encuentre el bien inmueble o en la que deba ser entregado al adquirente el bien mueble inscrito. 

4. En los casos previstos en los apartados anteriores, el riesgo de la destrucción o deterioro de la cosa es del adquirente desde el momento en que éste, la persona encargada por él de recibirla o el transportista que previo acuerdo se compromete a entregarla, han tomado posesión de la cosa.

Art. 47.

Enajenación a varios sujetos de la misma cosa o del mismo derecho de disfrute personal

1. Si en virtud de contratos sucesivos un sujeto transmite en favor de varias personas la propiedad de una cosa o un derecho real sobre la cosa, y aun cuando en los propios contratos se hubieran excluido los efectos reales que derivan de la entrega de la cosa, adquiere la propiedad aquél que ha obtenido de buena fe la posesión material.

2. En caso de constitución de un derecho de disfrute personal sobre una misma cosa en favor de varias personas a través de contratos sucesivos, el disfrute corresponde a la persona que primero lo obtiene. Si ninguno de los contratantes hubiera obtenido el disfrute resultará preferente aquél que tenga un título de fecha anterior.

Art. 48.

Pacto de no enajenar y de no establecer precios diferentes

1. La obligación asumida por una de las partes de no enajenar la cosa recibida de la otra parte no tiene efecto sino entre los contratantes, con independencia de la buena o mala fe del tercer adquirente. Dicho compromiso no produce efecto si no se circunscribe a límites de tiempo razonables y si no responde a un interés apreciable del enajenante.

2. La disposición contenida en el apartado anterior se aplica igualmente en caso de que una de las partes se hubiera obligado a no enajenar la cosa que le había sido cedida a un precio diferente del acordado.

Sección 2

Efectos producidos por elementos accidentales

Art. 49.

Condición suspensiva

1. Las partes pueden pactar que el contrato o una o varias de sus cláusulas produzcan efecto si un acontecimiento futuro e incierto se realiza o no.

2. En tal caso el contrato produce sus efectos a partir del momento en que se realiza la condición a menos que las partes convengan expresamente que los efectos se retrotraigan al momento de la celebración del contrato y establezcan la forma en que la retroacción puede realizarse conforme a derecho y a sus intereses específicos.

3. Aun cuando las partes acuerden el efecto retroactivo de la condición los frutos percibidos son debidos solamente a partir del momento en que la condición se cumple.

Art. 50.

Condición resolutoria
1. Las partes pueden pactar que el contrato, o una o varias de sus cláusulas, dejen de producir efecto si un evento futuro e incierto se realiza o no.

2. Los efectos del cumplimiento de la condición no se retrotraen al momento de la celebración del contrato a menos que las partes lo establezcan expresamente según lo previsto en el apartado segundo del artículo 49, excepto lo dispuesto en el apartado tercero del mismo artículo.

Art. 51.

Condición pendiente
Mientras la condición no se cumpla, la parte que ha contraído una obligación, o constituido o transmitido un derecho real, debe comportarse de buena fe sin perjudicar los derechos de la otra parte; esta última puede, en su caso, solicitar judicialmente la adopción de alguna de las medidas previstas en el artículo 172, con reserva de la indemnización de los daños causados.

Art. 52

Cumplimiento de la condición

1. Si no se ha establecido ningún término en el que deba cumplirse la condición, ésta se reputa no cumplida cuando resulta evidente la imposibilidad de su realización.

2. La condición se reputa cumplida o no cumplida desde que la parte contratante interesada ha impedido o provocado su cumplimiento.

Art. 53

Condiciones ilícitas e imposibles
1. Es nulo el contrato sometido a condición suspensiva o resolutoria contraria a las reglas imperativas, al orden público o a las buenas costumbres.

2. Si la condición imposible es suspensiva hace nulo al contrato, y si es resolutoria se reputa no escrita.

3. Si la condición ilícita o imposible se contiene en una cláusula separada del contrato, se aplican las disposiciones de los párrafos anteriores en lo que se refiere a la validez de la cláusula separada, a salvo lo dispuesto en el artículo 144 sobre la nulidad parcial.

Art. 54.

Condición simplemente potestativa
1. Es nulo el contrato sometido a una condición suspensiva cuya realización dependa exclusivamente de la voluntad de una de las partes.

2. Si una condición suspensiva simplemente potestativa se halla en una cláusula separada del contrato hace nulo a todo el contrato, a salvo lo dispuesto en el artículo 144 sobre la nulidad parcial.

Art. 55.

Condición referida al pasado o al presente

Las partes pueden convenir que el contrato, o una o varias de sus cláusulas, produzcan efecto en caso de que se haya realizado o no en el pasado, y en caso de que se haya realizado o no en el presente, un acontecimiento que ellas ignoran en el momento de la celebración del contrato.

Art. 56.

Término inicial y final
Las partes pueden pactar que el contrato, o una o varias de sus cláusulas, produzcan efecto a partir de cierta fecha y hasta cierta fecha. Asimismo pueden referirse a acontecimientos que es seguro que se realizarán en el futuro aunque sea incierto el momento.

Art. 57.

Comienzo y cese de los efectos en ausencia de término convencional

1. Si las partes no han pactado un término inicial, el contrato produce efectos en el momento de su celebración, salvo si cabe inferir de las circunstancias, usos y costumbres un término inicial diferente.

2. Si en los contratos de ejecución continua o periódica las partes no han fijado término final, cada una de ellas puede poner fin al contrato mediante una comunicación dirigida a la otra parte con un preaviso conforme a la naturaleza del contrato, o a la costumbre, o a la buena fe.

Art. 58.

Cálculo del término
1. Si el término inicial o final no está constituido por una fecha fija o por un acontecimiento futuro, sino que las partes se han referido a un período constituido por un número de días, de meses o de años, se observarán las disposiciones siguientes.

2. No se cuenta el día inicial del término indicado por las partes.

3. Los meses se calculan con abstracción del número de días que los constituyen, computándose el término a partir del día correspondiente al del mes inicial.

4. Si el término se indica en años hay que referirlo al día y mes del año inicial.

Art. 59.

Modo
1. En las liberalidades entre vivos o por causa de muerte, el beneficiario puede ser obligado a cumplir una carga hasta el valor de la liberalidad.

2. Si el cumplimiento de la carga es de interés público, en caso de muerte de la otra parte su realización puede ser requerida igualmente por la autoridad pública.

3. Las disposiciones contenidas en los apartados precedentes se aplican igualmente a los contratos estipulados en favor de terceros o en consideración a terceros
.

Sección 3.

Representación

Art. 60.

Contrato celebrado por el representante

1. El contrato celebrado por un sujeto autorizado por el interesado para actuar en nombre y por cuenta de éste produce directamente sus efectos frente al propio representado si el representante ha actuado dentro de los límites de los poderes que le han sido conferidos y si el tercero que lo ha celebrado ha tenido conocimiento de la representación.

2. Las declaraciones unilaterales efectuadas por y con respecto al representante, autorizado a emitirlas y a recibirlas, producen  directamente sus efectos frente al representado.

3. Los apartados 1 y 2 se aplican igualmente si el poder de representación es conferido por la ley o por la autoridad judicial.

Art. 61.

Representante aparente

Cuando un sujeto no tiene poder para actuar en nombre e interés de otro, pero éste ha actuado de manera que induzca al tercero a contratar, dejándole razonablemente creer que aquél tenía tal poder, el contrato queda celebrado entre el representado aparente y la otra parte contratante.

Art. 62.

Otorgamiento del poder

1. El poder de representar a otro puede ser conferido mediante una declaración escrita u oral dirigida al representante o al tercero con el cual éste último ha de celebrar el contrato. En el primer caso, el tercero que contrata con el representante puede exigir que éste justifique sus poderes, y, si la representación ha sido conferida mediante poder escrito, que le remita una copia firmada por él al efecto de su autentificación.

2. El poder debe ser conferido según las formas prescritas por la ley para el contrato que el representante haya de celebrar.

Art. 63.

Revocación del poder

1. La revocación del poder no produce efecto si el representado ha fijado expresamente su irrevocabilidad, sin perjuicio de la indemnización por el daño que el tercero sufra por haber ignorado la irrevocabilidad sin culpa suya.

2. Si el poder se ha conferido tanto en interés del representante como de un tercero, no puede ser revocado sin el consentimiento del interesado, salvo si lo justifica un motivo válido.

3. Cuando el poder de representación es revocado o finaliza por algún otro motivo, el poder escrito debe ser restituido al representado.

4. La revocación del poder o la modificación de los poderes de representación no producen efecto si no han sido notificadas a los terceros con los que el representante trató o pueda tratar, o si no se prueba que éstos las conocían en el momento de la celebración del contrato. Las demás causas de extinción del poder de representación otorgado por el interesado no pueden oponerse a terceros que las han ignorado sin  culpa suya.

Art. 64.

Representación sin poder

1. La persona que contrató como representante sin tener poderes para ello o excediendo los límites de los poderes que le fueron otorgados,  responde del perjuicio que el tercero contratante hubiese sufrido por haber creído de buena fe que celebraba un contrato válido con el presunto representado, salvo si el mismo tercero ejercita la facultad de considerar el contrato como celebrado con el representante carente de poderes.

2. Cuando el tercero no hace uso de la facultad de instar el cumplimiento del contrato por parte del representante sin poderes, los daños y perjuicios mencionados en el apartado anterior comprenden, a elección del perjudicado, el daño que habría evitado bien si el representante hubiera tenido el poder, o bien si éste no hubiera declarado falsamente que lo tenía.

Art. 65.

Ratificación

1. El interesado puede asumir los efectos del contrato celebrado en su nombre por el representante sin poderes dirigiendo a los terceros una declaración de ratificación, que deberá expresarse en las formas prescritas por la ley para la conclusión del contrato mismo. La ratificación debe tener lugar en un plazo razonable, teniendo el tercero contratante la facultad de invitar al interesado a pronunciarse sobre la eventual ratificación, señalándole para ello un plazo determinado. Expirado éste, en caso de silencio, la ratificación se reputa rechazada.

2. La ratificación tiene efecto retroactivo, sin perjuicio de los derechos de los terceros de buena fe.

 
3. La facultad
 de ratificar se transmite a los herederos.

Art. 66.

Capacidad de los sujetos

En caso de representación voluntaria, para que sea válido el contrato celebrado por el representante, se requiere simplemente que las facultades mentales de este último no estén alteradas por razones patológicas, y que, por su parte, el representado tenga la capacidad de contratar mencionada en el artículo 5 del presente Código y, además, que no esté incurso en prohibición alguna para celebrarlo.

Art. 67.

Circunstancias subjetivas

1. El contrato celebrado por el representante es anulable
 cuando la voluntad del representante esté viciada. Si el  vicio recae sobre elementos predeterminados por el representado, el contrato es anulable
 si la voluntad de éste estaba viciada.

2. La persona del representante deberá ser tenida en cuenta, cuando la buena o mala fe, el conocimiento o la ignorancia de ciertas circunstancias sea determinante, salvo si se trata de elementos predeterminados por el representado
, salvo si se trata de elementos predeterminados por el representado.

3. En ningún caso el representado de mala fe puede aprovecharse de la ignorancia o  buena fe del representante .

4. Las reglas de este artículo, así como las del anterior, no se aplican a la persona meramente encargada de transmitir la voluntad de otro.

Art. 68.

Autocontrato y conflicto de intereses

1. Puede ser anulado el contrato que el representante celebra consigo mismo, sea por  cuenta propia, sea como representante de la otra parte contratante, a menos que el representado lo haya autorizado expresamente o que el contenido del contrato esté determinado de forma que se excluya toda posibilidad de conflicto de intereses.

2. La anulación sólo puede ejercitarse por el representado.

3. El contrato celebrado por el representante en conflicto de intereses con el representado es susceptible de ser anulado a instancia del representado si el conflicto era conocido o podía serlo por el tercero.

Art. 69.

Representantes y auxiliares
 del empresario

1. La persona encargada de representar habitualmente a una empresa o a una rama de la misma y que, en calidad de tal se relaciona con terceros, se presume provista del poder para celebrar en nombre y por cuenta del empresario los contratos relativos a la actividad de la empresa que pueden estipular  los que ejercen una función análoga en la misma zona. 

2. Los auxiliares de los sujetos mencionados en el apartado anterior, que establezcan contactos con terceros, se presumen provistos del poder para celebrar contratos relativos a los bienes que ellos entregan directamente y para cobrar su importe, a menos que en los locales donde operen haya un servicio de caja
.

 3. En el caso previsto en los apartados anteriores, los terceros tienen, en todo caso, derecho a exigir que el encargado o su auxiliar le justifiquen sus poderes.

Sección 4

Contrato por persona a designar

Art. 70.

Reserva de designación y sus modalidades

1. Hasta el momento de la celebración del contrato, una parte puede reservarse la facultad de nombrar después al sujeto que ha de adquirir los derechos y contraer las obligaciones que nacen del contrato. Esta facultad se excluye para los contratos que no puedan ser celebrados mediante representante o, para los que es obligatoria la identificación de las partes contratantes en el momento de la celebración.

2. La designación del sujeto que debe sustituir al contratante debe efectuarse mediante una notificación a la otra parte en un plazo de ocho días a contar desde la conclusión del contrato, si las partes no convienen un plazo distinto. Se aplica la disposición contenida en el artículo 21 del presente código.

3. Esta declaración no tiene efecto si no se acompaña de la aceptación expresa de la persona nombrada o si no existe apoderamiento anterior al contrato.

4. Si el contrato ha sido celebrado bajo forma determinada, incluso  no prevista por la ley, la designación del sustituto, así como la declaración de aceptación por parte de este último y el poder otorgado por él, carecen de efecto si no revisten la misma forma.

5. Si el Derecho nacional del lugar donde el contrato ha sido celebrado o donde se cumplirá prescribe una cierta forma de publicidad, debe igualmente ser adoptada para los actos referidos en el apartado anterior. Para los contratos relativos a bienes muebles inscritos o a inmuebles, se aplica el artículo 46 apartado 3 del presente Código a los efectos que allí se indican.

Art. 71.

Efectos de la designación y de su falta

1. Si la designación del sustituto ha sido efectuada válidamente, éste último adquiere con carácter exclusivo los derechos y contrae las obligaciones que se derivan del contrato desde el momento en que ha sido celebrado.

2. Al sustituto y al contratante que lo ha designado se les aplican las disposiciones del artículo 67 del presente Código.

3. Si la designación del sustituto no ha sido válidamente efectuada en el plazo indicado por la ley o por las partes, el contrato produce definitivamente sus efectos entre los contratantes originarios.

Sección 5

Contrato a favor de tercero

Art. 72.

Atribución de un derecho a un tercero

1. Las partes pueden celebrar un contrato por el cual atribuyen un derecho a un tercero, imponiendo a una de las partes el deber de satisfacerlo.

2. El tercero puede no estar identificado o no existir en el momento de la celebración del contrato.

3. Salvo pacto en contrario, el tercero beneficiario adquiere el derecho frente al promitente por efecto de la perfección del contrato sin que su aceptación sea necesaria. Puede, no obstante, renunciar a su derecho. En este caso, el promitente queda obligado al cumplimiento, no ya en favor del tercero beneficiario, sino en favor de la parte estipulante, salvo que resulte otra cosa de la voluntad de los sujetos o de la naturaleza de la relación.

4. Las partes contratantes pueden modificar o resolver de común acuerdo el contrato en tanto el tercero beneficiario no haya notificado a las partes que pretende ejercitar el derecho que le ha sido conferido por el contrato.

Art. 73.

Poderes atribuidos al tercero

1. El tercero beneficiario, cuyo derecho se condicione a que la parte estipulante cumpla sus obligaciones contractuales frente al promitente, puede actuar contra este último como si fuera él mismo una parte contratante y ejercitar toda clase de acciones por incumplimiento, cumplimiento tardío o inexacto. Puede igualmente invocar cualquier cláusula de exoneración o de limitación de responsabilidad prevista en el contrato.

2. El promitente puede oponer al tercero las excepciones relativas a la invalidez o la ineficacia del contrato, así como al incumplimiento, cumplimiento tardío o inexacto, pero no las excepciones que deriven de otras relaciones existentes entre él y el estipulante.

Art. 74.

Disposiciones aplicables

1. Quedan a salvo las reglas de los Derechos nacionales en materia de revocación de donaciones por ingratitud del donatario y de reducción de donaciones por inoficiosidad, cuando el derecho ha sido concedido al tercero a título de liberalidad. En este último caso, se aplica igualmente el artículo 59 del presente Código.

2. Si el contrato se estipula para transferir al tercero la propiedad de una cosa o para constituir o transmitir en su favor un derecho real sobre ésta, son aplicables las disposiciones del artículo 46 del presente Código.

TÍTULO VII

CUMPLIMIENTO DEL CONTRATO

Sección 1ª

Disposiciones generales

Art. 75.

Modalidades del cumplimiento

1. Cada parte está obligada a cumplir exacta e íntegramente todas las obligaciones derivadas del contrato que le son atribuidas, sin que sea necesaria petición del titular del derecho. En el cumplimiento de las prestaciones debidas, el deudor debe comportarse conforme a lo convenido por las partes, a la buena fe y a la diligencia exigible en cada caso específico, teniendo como base los acuerdos, las circunstancias y la práctica corriente. 

2. En el cumplimiento de las obligaciones derivadas de una actividad profesional o empresarial, el grado de diligencia exigible depende igualmente de la naturaleza de la prestación debida.

3. Si el contrato prevé una obligación de hacer de naturaleza profesional, ésta se considera cumplida cuando el deudor ha puesto con la diligencia debida, los medios que sean necesarios para obtener el resultado previsto, salvo que conforme a lo pactado, las circunstancias, o al uso, haya que entender que el cumplimiento solamente tiene lugar si el resultado se ha alcanzado plenamente.

4. Los gastos del cumplimiento y de la expedición del recibo quedan a cargo del deudor.

Art. 76.

Modalidades del cumplimiento

1. Cuando el cumplimiento de la obligación requiera la disponibilidad, la presencia o la cooperación del acreedor, el deudor debe comunicarle previamente que está preparado para cumplir, y debe convenir con él las condiciones de cumplimiento conforme a lo pactado. Si el acreedor no da a conocer su disponibilidad en un término razonable, o si las partes no llegan a un acuerdo sobre este particular, el deudor puede efectuar un ofrecimiento formal de su prestación conforme al art. 105.

2. Si el cumplimiento de la obligación requiere la disponibilidad, la presencia o la cooperación de un tercero, o la obtención de una autorización pública, incumbe al deudor, salvo pacto en contrario, establecer los contactos necesarios con los terceros u obtener aquélla de las autoridades competentes.

Art. 77.

Cumplimiento parcial

1. El acreedor puede rehusar el cumplimiento parcial, aunque la prestación sea divisible, salvo que el contrato, la ley o los usos dispongan otra cosa.

2. Sin embargo, si la deuda se compone de una parte líquida y de otra ilíquida, el deudor podrá realizar, y el acreedor exigir, el pago de la primera en los términos previstos en el contrato o en el presente Código, sin esperar a que la segunda sea líquida.

Art. 78.

Prestación distinta de la debida y  efectuada con cosas de las que el deudor no podía disponer

1. El deudor no puede liberarse cumpliendo una prestación distinta a la pactada, aunque sea de valor igual o superior, a menos que el acreedor lo consienta. En este último caso, cuando se cumpla la prestación distinta, la obligación contractual se considera extinguida.

2. Si la prestación distinta consiste en la cesión de un crédito, se entiende extinguida la obligación cuando el crédito en cuestión ha sido cobrado, a menos que las partes hayan manifestado una voluntad diferente, y salvo que la falta de cobro se deba a negligencia del cesionario.
3. Si el deudor ha pagado con cosas de las que no podía disponer, sólo puede pedir su restitución, ofreciendo el cumplimiento de la prestación debida con cosas de las que puede disponer. El acreedor que ha recibido de buena fe el pago efectuado con cosas de las que el deudor no podía disponer, podrá restituirlas y exigir la prestación que le sea debida, quedando a salvo, en todo caso, la indemnización de daños, pero debe comportarse de manera que no perjudique los derechos de la persona que tenga la propiedad o el poder de disposición de las cosas utilizadas por el deudor.
Art. 79.

Cumplimiento por un tercero

1. Si el contrato no prevé que la obligación deba cumplirse personalmente por el deudor, o si esto no viene exigido por la naturaleza de la prestación, el cumplimiento puede realizarse por una persona designada por el deudor, o por un tercero, incluso ignorándolo aquél; pero el acreedor puede rechazar tal cumplimiento si éste le perjudica, o si el deudor ha manifestado su oposición.
2. El tercero que ha cumplido la obligación, si la había garantizado o tenía un interés directo en que se cumpliera, se subroga en los derechos del acreedor. Este último, en todo caso, tiene la facultad de subrogarle en sus derechos, de manera expresa, en el momento de recibir el pago, salvo que el tercero ya hubiera cumplido la obligación, sin que el deudor hubiera tenido conocimiento de ello. 

Art. 80.

Incapacidad del deudor o del acreedor

1. El pago efectuado por un deudor incapaz no puede impugnarse, salvo que se trate de una prestación distinta a la debida, o que consista en un acto de disposición de bienes de un valor considerable, a la vista de la situación económica del deudor, y a condición de que el pago no exija capacidad de obrar del deudor o la intervención del representante legal del incapaz. En todo caso, el acreedor se puede oponer a la demanda de declaración si prueba que el pago no ha perjudicado al deudor.

2. El deudor sólo queda liberado por el pago efectuado a un acreedor incapaz de recibirlo, en la medida en que le haya sido útil a éste, correspondiendo la carga de la prueba al deudor.

Art. 81.

Destinatario del pago

1. El pago debe hacerse al acreedor, o a su representante expresamente designado a este efecto, o a la persona indicada por el acreedor mismo, incluso aunque no haya sido mencionada en el contrato, o a la persona autorizada por la ley o por el juez para recibirlo. El pago efectuado a un tercero que no esté legitimado para recibirlo libera al deudor si el acreedor lo ratifica, o en la medida en que a éste le haya sido útil.

2. El pago hecho a la persona que aparezca legitimada para recibirlo sobre la base de circunstancias unívocas, incluso aunque sea un mero represente aparente, libera al deudor que pruebe que ha actuado de buena fe. La persona que ha recibido el pago está obligada a restituirlo al verdadero acreedor.

3. Carece de efecto el pago efectuado a un acreedor que no puede recibirlo por estar sometido a un procedimiento de embargo, expropiación u otras medidas similares.

Art. 82.

Lugar de cumplimiento

1. Las obligaciones derivadas de un contrato deben cumplirse en el lugar previsto, expresa o implícitamente por éste, o en ausencia de tal previsión, teniendo en cuenta los usos y las circunstancias, a la vista de la naturaleza de la prestación debida. Si el lugar de la prestación no está determinado por el contrato y no puede deducirse según los criterios anteriormente mencionados, se observarán las disposiciones siguientes.

2. La obligación de entregar una coas cierta y determinada debe ser cumplida en el lugar en que la cosa se encontraba cuando nació la obligación. Cuando se trate de mercancías producidas por el deudor, su entrega debe efectuarse en el establecimiento profesional donde está domiciliado en el momento del vencimiento.

3. La obligación que tenga por objeto una suma de dinero debe cumplirse, por cuenta y riesgo del deudor, en el domicilio del acreedor, o si éste es un empresario, en la sede de su establecimiento profesional en el momento del vencimiento. Si el domicilio o establecimiento profesional son diferentes de aquéllos que el acreedor tenía en el momento de nacimiento de la obligación, y este hecho hace más oneroso el cumplimiento, el deudor tiene derecho, comunicándolo previamente al acreedor, a hacer el pago en su propio domicilio.

4. En los demás casos, la obligación debe cumplirse en el domicilio del deudor en el momento del vencimiento.

Art. 83.

Tiempo del cumplimiento

1. Las obligaciones que derivan del contrato deben cumplirse en el tiempo previsto, expresa o implícitamente en el mismo, o en su defecto, teniendo en cuenta los usos y las circunstancias, a la vista de la naturaleza de la prestación debida, y el modo y lugar donde aquélla debe ser cumplida. La obligación debe cumplirse inmediatamente si el periodo de tiempo no está determinado por el contrato, o no puede determinarse conforme dichos criterios, y tampoco es razonable conceder al deudor un plazo de tiempo para preparar y velar por el cumplimiento.

2. Salvo pacto en contrario, el cumplimiento debe hacerse a una hora razonable y si el acreedor es un empresario, durante el horario habitual del establecimiento profesional.

3. Si en el contrato se fija un término para el cumplimiento, o éste es susceptible de determinarse en virtud de los criterios anteriormente mencionados, dicho término se presume a favor del deudor, que puede desde ese momento proceder al cumplimiento, incluso antes del término, salvo que éste resulte establecido a favor del acreedor o de ambos. Si el plazo debe considerarse establecido a favor del acreedor, éste puede rechazar el cumplimiento anticipado, a menos que sea de tal naturaleza que perjudique a sus intereses.

4. Si el plazo no ha sido establecido a favor del acreedor, éste puede exigir la prestación antes del vencimiento, si el deudor ha devenido insolvente, o si ha disminuido por sus propios hechos las garantías que había dado, o si no había dado las garantías que había prometido.

5. El deudor no puede repetir lo que había pagado por anticipado, ignorando la existencia del término.

6. El termino antes del cual la obligación debe ser cumplida, se calcula conforme al previsto en el art. 58. Salvo pacto en contrario, si el termino vence un día festivo, se entiende prorrogado al día laborable siguiente, cuando haya usos diferentes al respecto.

Art. 84.

Imputación del pago

1. El deudor de varias deudas de dinero o de la misma especie, frente a la misma persona, puede indicar cuando pague, cuál de las deudas debe entenderse satisfecha. La imputación puede asimismo aplicarse a obligaciones derivadas de contratos anulables y no exigibles; la imputación obliga al acreedor si éste no la rechaza en un plazo razonable.

2. Si el deudor no declara su intención, aunque sea de forma implícita, al acreedor, éste puede indicar al emitir el recibo, o ulteriormente, a qué deuda debe entenderse imputado el pago recibido, con tal que se trate de una obligación válida y susceptible de ejecución forzosa; el acreedor no puede, después, modificar tal imputación. El deudor puede oponerse a dicha imputación si el acreedor ha recurrido a subterfugios o se ha aprovechado de manera desleal de las circunstancias.

3. Cuando ni deudor ni acreedor se han pronunciado sobre la imputación, el pago debe imputarse a la deuda vencida; entre varias deudas vencidas igualmente garantizadas, a la que sea más onerosa para el deudor; entre varias deudas igualmente onerosas para el deudor, a la más antigua. Si estos resultan inaplicables, la imputación se hace en proporción a cada una de las deudas.

Art. 85.

Emisión del recibo y liberación de las garantías

1. El acreedor, a petición del deudor que ha pagado, debe entregar un recibo que sea conforme a los legítimos intereses de este último. Los gastos del recibo son a cargo del deudor, salvo pacto en contrario.

2. El acreedor debe, además, anotar en el documento en que se constituyó la obligación, que ésta ha sido satisfecha, incluso si lo restituye al deudor, cuando éste tenga derecho a exigirlo. Si el acreedor afirma no estar en condiciones de restituirlo, el deudor tiene derecho a exigirle una declaración al respecto, en el acto del pago.

3. El acreedor que ha recibido el pago debe restituir los bienes muebles que tuviera en prenda, liberar los demás bienes de las garantías reales constituidas en garantía del crédito, y de todo vínculo que de cualquier otra forma limite la disponibilidad.

Sección 2ª

Cumplimiento de determinadas obligaciones contractuales

Art. 86.

Cumplimiento de las obligaciones pecuniarias

1. Las deudas pecuniarias se extinguen cuando el deudor pone a disposición del acreedor, por los medios habituales en la práctica, la cantidad que le debe, en la moneda que esté legalmente en curso en el momento y lugar del pago. Las entregas efectuadas mediante domiciliación bancaria o en formas equivalentes, son liberatorias sin que sea necesaria aceptación por parte del acreedor, o a falta de ésta, el ofrecimiento del deudor conforme al art. 105.

2. Si una moneda ya no tiene curso legal o su empleo ya no está admitido o no es posible en el momento del pago, éste debe hacerse en moneda legal, en cuantía equivalente al valor de la moneda inicialmente empleada.

3. Si una deuda pecuniaria debe ser pagada en un periodo posterior al de su nacimiento, el deudor, salvo pacto en contrario o diferente, está obligado a pagar al acreedor los intereses compensatorios sobre dicha cantidad, en la medida convenida por escrito por las partes, o a falta de acuerdo, en la medida prevista en el art. 169.3. Además, cuando la depreciación de la moneda en el momento de vencimiento de la deuda, entrañe una pérdida de valor superior al cincuenta por ciento en relación al momento de nacimiento de la obligación, el deudor está obligado, salvo pacto en contrario o diferente, a pagar al acreedor que no esté en mora, una suma complementaria, en relación a la que corresponda al valor nominal. Esta revalorización será calculada según lo previsto en el art. 169.4.

4. El pago voluntario de intereses, en una cuantía superior a la indicada en el párrafo anterior, con tal de que no sea usuraria, no da derecho a la repetición del exceso.

5. Salvo pacto en contrario o diferente, el deudor de una obligación pecuniaria, que esté en mora, responde en todos los casos del perjuicio causado al acreedor a consecuencia de la depreciación de la moneda que se haya producido, incluso si aquélla es inferior al límite mencionado en el apartado 3 del presente artículo, y según lo previsto en el art. 169.4.

Art. 87.

Cumplimiento de obligaciones cumulativas y alternativas

1. Cuando derive del contrato la obligación de realizar dos o más prestaciones, si otra cosa no resulta de la voluntad de las partes, las circunstancias o los usos, el deudor está obligado a realizar todas las prestaciones.

 
2. Cuando derive del contrato una obligación con prestaciones alternativas, el deudor está obligado a ejecutar una de las dos, o una de entre ellas, pero no tiene la facultad de ejecutar parte de una y parte de la otra o las otras.

3. Salvo pacto en contrario de las partes, la opción pertenece al deudor y surte efecto al hacer la declaración de opción o al comenzar la ejecución de una de las prestaciones.

4. Si la parte a la que corresponde la opción, no la ejerce en el plazo previsto, la opción pasa a la otra parte, salvo si esta última se propone resolver el contrato y exigir la reparación del daño.

5. Si una de las prestaciones alternativas se hace imposible por causa no imputable a ninguna de las partes, la obligación se considera pura y simple. Si la imposibilidad deriva de causa imputable a una de las partes, la otra puede estimar que la primera no ha cumplido su obligación.

Art. 88.

Cumplimiento de obligaciones solidarias e indivisibles

1. Salvo pacto o disposición legal en contrario, y a reserva de que la ley no disponga de otro modo, cuando el contrato obligue a dos o más deudores a cumplir la misma prestación, el acreedor tiene derecho a exigir el cumplimiento íntegro a cualquiera de los deudores, a su elección, y el cumplimiento efectuado por un codeudor extingue la obligación.

2. El codeudor que ha cumplido total o parcialmente la obligación, puede exigir a los demás la parte que a cada uno corresponda; salvo pacto en contrario, dichas partes se consideran iguales.

3. Si un deudor está obligado a realizar una prestación a favor de varios acreedores, cada uno de ellos tiene derecho a reclamar el cumplimiento de toda la obligación únicamente si ésta es indivisible o si esto ha sido convenido expresamente o dispuesto por la ley: en ese caso, el cumplimiento a favor de uno de los coacreedores, libera igualmente al deudor respecto a todos los otros. En las relaciones internas, la obligación solidaria se divide en partes iguales entre los varios acreedores, salvo pacto en contrario, a menos que ésta hubiera sido contraída en interés exclusivo de uno o de varios de ellos.

4. Para el caso indicado en el párrafo 1º, salvo pacto en sentido distinto, el requerimiento para cumplir la obligación y cualquier otra comunicación o declaración relacionada con la deuda, o destinada a interrumpir la prescripción o a renunciar al crédito, deben ser dirigidas a todos los codeudores, bajo pena de ineficacia, en caso contrario, salvo que éstas no deban tener efecto más que frente a uno de los codeudores en la cuantía que le corresponde. Para el caso indicado en el párrafo 3º, cada comunicación dirigida al deudor por uno de los coacreedores no tiene efecto, salvo pacto en contrario, más que respecto a aquél que la emite.

Las disposiciones del presente artículo son aplicables en caso de indivisibilidad legal, convencional o natural de la obligación.
TITULO VIII

INCUMPLIMIENTO DEL CONTRATO

Sección 1

Disposiciones generales

Art. 89.

Noción de incumplimiento

Sin perjuicio de lo previsto en las disposiciones siguientes, se considera incumplida una obligación contractual si uno de los contratantes, o sus colaboradores o encargados, adoptan un comportamiento diferente al previsto en el contrato, o si se verifica una situación de derecho o de hecho diferente de la que puede considerarse acordada.

Art. 90.

Deudor que declara por escrito no querer cumplir

1. Si el deudor declara por escrito al acreedor no tener intención de cumplir, este último tiene la facultad de notificarle por escrito y sin demora, y en todo caso dentro de ocho días, que en virtud de esta declaración considera la obligación incumplida. En defecto de dicha notificación, el acreedor no podrá rechazar el cumplimiento que tenga lugar posteriormente. 

2. El deudor, dentro de los ocho días siguientes a la recepción de la notificación mencionada en el apartado anterior, puede impugnarla por escrito; y si, en los ocho días que siguen, el acreedor no reconsidera por escrito su posición, deberá el deudor dirigirse al juez competente en un nuevo plazo de treinta días. En caso de inacción del deudor, el incumplimiento se considerará definitivo.

3. Salvo pacto en contrario entre las partes, los plazos indicados en los apartados anteriores y en los artículos siguientes se suspenden en los periodos festivos y vacacionales habituales y conforme a lo previsto en el art. 58.

Art. 91.

Deudor que no se halla en situación de cumplir

1. Si antes del vencimiento del plazo, resulta razonable estimar que el deudor no está o no se ha situado en condiciones de cumplir una obligación contractual, o que no se encuentra en situación de cumplirla sin defectos notables, y que todo ello no es debido a una acción u omisión del acreedor, este último puede instarle por escrito a que, en un plazo razonable, que no será inferior a quince días, garantice adecuadamente el cumplimiento futuro con la advertencia de que a falta de garantía el incumplimiento se considerará definitivo.

2. El deudor, si no proporciona la garantía requerida, puede, en el plazo de ocho días, impugnar por escrito a la socilicitud del acreedor y debe, si este último no reconsidera por escrito su posición en un plazo ulterior de ocho días, dirigirse al juez en un nuevo plazo de treinta días. En caso de inacción del deudor, el incumplimiento se considerará definitivo.

Art. 92.

Incumplimiento de la obligaciónde entregar una cosa determinada

1. La obligación de entregar una cosa cierta y determinada se considera incumplida si la cosa no se entrega antes del término y de la manera prevista, o si se entrega pero presenta defectos, o si se entrega una cosa diferente o que pueda ser tenida por tal, a menos que en los distintos casos mencionados, y dejando a salvo los daños y perjuicios:


a) el deudor obtenga del acreedor una prórroga del término o que ésta le sea concedida por el juez por motivos razonables;


b) se trate de defectos remediables y el acreedor acepte que el deudor asuma, en un plazo razonable, las reparaciones o el juez le autorice a efectuarlas; 


c) la cosa debida se haya perdido o se haya deteriorado sin que quepa atribuir responsabilidad al deudor, o el acreedor acepte la entrega de una cosa diferente, o el juez declare que, por motivos razonables, el cumplimiento puede considerarse realizado desde entonces; 

d) el acreedor ejerza la facultad de entregar una contraprestación reducida en proporción al menor valor de la cosa recibida y cuya cuantía, a falta de acuerdo, sea fijada por el juez.

Art. 93.

Incumplimiento de la obligación de entregar una cantidad de cosas genéricas

La obligación de entregar una cantidad de cosas determinadas solamente por su género se considera incumplida si no se entrega antes del término y de la manera prevista, si lo entregado es de una calidad o en una cantidad inferior o superior a la debida, o de una especie diferente, a menos que, en los casos mencionados, y dejando a salvo los daños y perjuicios:


a) el deudor obtenga del acreedor una prórroga del término para la entrega de todas las cosas o de las que no han sido entregadas todavía, o que dicha prórroga le sea concedida por el juez por motivos razonables;


b) el acreedor restituya el excedente, o lo conserve pagando el precio previsto en el contrato;


c) el acreedor acepte las cosas recibidas de calidad o en cantidad inferior, entregando una contraprestación proporcionalmente menor, cuya cuantía, en ausencia de pacto, sea fijada por el juez;

d) la cantidad de cosas debidas, o una parte, se haya perdido o deteriorado, sin responsabilidad del deudor, y el acreedor acepte la entrega de una cantidad de cosas diferentes o la sustitución de algunas de ellas o la reparación de aquéllas que presenten un defecto, o el juez estime que, por motivos razonables, la obligación puede considerarse cumplida como consecuencia de la entrega de cosas diferentes o sustituidas en parte o reparadas.

Art. 94.

Incumplimiento de una obligación de hacer

1. La obligación de hacer se considera incumplida si la obra no ha sido acabada antes del término previsto en el contrato, o ha sido ejecutada parcialmente, o de manera defectuosa, o utilizando cosas o materiales inapropiados, a menos que, en los casos mencionados, y dejando a salvo los daños y perjuicios, el acreedor o el juez otorguen al deudor un plazo para la finalización de la obra, o para la eliminación de los defectos, o para la reparación de los daños ocasionados, o para la sustitución de cosas o de materiales inapropiados que hayan sido empleados, siempre que tales  reparaciones y sustituciones puedan considerarse razonables en virtud del contrato, de los usos, o de la buena fe.

2. No hay incumplimiento si el deudor se encuentra, sin culpa, en la imposibilidad de efectuar una prestación personal consistente en hacer, y el acreedor o el juez le otorgan la posibilidad de ser sustituido por otra persona competente, quedando toda responsabilidad relativa al cumplimiento de la prestación en cuestión a cargo del deudor en todo caso.

3. Si se trata de una obligación de las mencionadas en el art. 75, apartado 3, se considerará incumplida si el resultado obtenido no es satifactorio, a menos que el deudor pruebe que está en posesión de la habilitación profesional exigida, cuando ésta sea requerida, y además que ha recurrido en tiempo útil a las técnicas necesarias, así como a los medios, instrumentos, lugares y colaboradores apropiados según las circunstancias.

Art. 95.

Incumplimiento de una obligación de no hacer

1. La obligación de no hacer se considera incumplida cada vez que se comete un acto que la viole, a menos que éste sea debido a un auxiliar o a un encargado que no tenga conocimiento de la prohibición que constituye el objeto del acuerdo y que ha sido incluida en un contexto contractual más amplio, y que el acreedor o el juez concedan al deudor un plazo para la demolición o la reparación, y que este último las realice en tiempo útil, dejando a salvo los daños y perjuicios.

Art. 96.

Mora del deudor

1. No puede considerarse que el deudor incurre en mora:


a) si no se ha pactado para el cumplimiento ninguna fecha final, ni término constituido por un periodo determinado de días, meses o años, y el acreedor no ha requerido previamente al deudor, por escrito, el cumplimiento de la obligación fijándole un plazo razonable;


b) si el acreedor o el juez han concedido previamente al deudor un plazo adicional para el  cumplimiento;


c) en los contratos sinalagmáticos, si el acreedor se retrasa en el cumplimiento de su prestación, para la cual está previsto un término ya vencido;


d) si el deudor ha ofrecido en tiempo útil la prestación debida al acreedor, pidiéndole la acepte, a reserva de la eventual mora del acreedor. 

2. Si los términos mencionados en las letras a) y b) del presente artículo están vencidos, y salvo las situaciones previstas en las letras c) y d) de este mismo artículo, se considera al deudor en mora. En consecuencia, no queda liberado de su obligación y es además responsable —como lo prevén los artículos 162 y siguientes— de los daños que se deriven, incluso si la pérdida de la cosa debida o la imposibilidad sobrevenida en el curso del cumplimiento no se deben a causas que le sean imputables, salvo que pruebe que la cosa o la prestación debida habría sufrido el mismo daño si hubiera estado en poder del acreedor. Pero, en este último caso, está obligado a entregar al acreedor la suma que perciba del responsable o del asegurador como consecuencia de la destrucción o de la sustracción de la cosa debida o por el incumplimiento de la prestación. 

Art. 97

Obligaciones que no pueden considerarse incumplidas

1. No hay incumplimiento, aunque el deudor cumpla con retraso la prestación debida o sólo haya sido cumplida parcialmente, en tanto se hayan producido previamente sucesos extraordinarios e imprevisibles que hayan convertido la prestación en demasiado onerosa y que, en consecuencia, otorguen al deudor —como lo prevé el artículo 157— el derecho de obtener una nueva negociación del contrato. El deudor debe no obstante, haber comunicado al acreedor su intención de recurrir a este derecho antes del vencimiento del plazo previsto para el cumplimiento o antes de que el acreedor le haya dirigido el requerimiento previsto por el artículo 96, letra a).

2. Tampoco hay incumplimiento de la obligación si después de la celebración del contrato la prestación resulta objetivamente imposible, por causas de las cuales el deudor no debe responder; pero si en el contrato aparece explícita o implícitamente que se incluye una garantía de cumplimiento, el deudor debe proceder a la indemnización del daño que el acreedor ha sufrido por haber contado con el cumplimiento del contrato.

Art. 98.

Reserva de incumplimiento

Hay incumplimiento de la obligación si el deudor deja de cumplir la prestación debida alegando que ha recibido de un tercero una oferta más ventajosa por la misma prestación, salvo que se haya reservado tal posibilidad explícita o implícitamente en el contrato.

Art. 99.

Incumplimiento del deber de dejar indemne al  acreedor

En el cumplimiento de la prestación debida, el deudor debe adoptar todas las medidas necesarias para no producir daños a la persona del acreedor, a sus auxiliares y a sus bienes; en caso de infracción de este deber, la obligación debida se considera incumplida si el daño se produce durante o a causa del cumplimiento, y representa una causa directa e inmediata del mismo. En otro caso, el deudor queda sujeto a la responsabilidad aquiliana.

Art. 100

Incumplimiento debido a la no realización de las situaciones prometidas

1. Hay incumplimiento de la obligación contractual si cierto acontecimiento, o cierto estado de hecho o de derecho que uno de los contratantes ha prometido o garantizado que se producirían, incluso sin contraprestación, no se han producido o ya no se producirán.

2. Cuando en una declaración no incluida en el contrato y que no ha sido objeto de promesa o de garantía, se afirma que un hecho se ha producido o no se ha producido, que se producirá o no se producirá, desde que dicha declaración no corresponda a la verdad, el que la ha emitido puede responder, frente al perjudicado por ella, por culpa aquiliana.

Art. 101.

Cumplimiento anticipado o realizado en cantidad superior a la debida

El acreedor puede recibir la prestación realizada por el deudor antes del plazo fijado o en cantidad superior a la debida; en este último caso, pagará una contraprestación proporcionalmente superior, pero si la rechaza, no se le considerará en mora.

Art. 102.

Prestación carente de interés para el acreedor

El acreedor no puede rechazar la prestación ofrecida a pretexto de que le resulta inútil o carente de interés a causa de circunstancias sobrevenidas, salvo que el derecho a rechazar por su parte pueda deducirse, incluso implícitamente, del contrato, y, que además haya advertido al deudor en tiempo oportuno, de las circunstancias sobrevenidas en cuestión y, en todo caso, antes de que éste último haya preparado o iniciado el cumplimiento.

Sección 2

Mora del acreedor

Art. 103.

Concepto de mora del acreedor

Incurre en mora el acreedor cuando, sin motivo válido, no recibe, o rechaza, o impide, u obstaculiza el cumplimiento de la obligación del deudor; o cuando no realiza la opción prevista en el artículo 87, apartado 2 respecto a una obligación alternativa, si la otra parte no tiene intención de realizarlo ella misma; o cuando no procura —estando obligado a ello— la presencia de un tercero, o la autorización o la licencia de la autoridad pública, prevista en el artículo 76, apartado 2; o en todo caso, cuando adopta un comportamiento activo u omisivo que no permite al deudor cumplir la obligación.

Art. 104

Mora del acreedor que produce incumplimiento

1. En la situación descrita en el artículo anterior, el deudor puede  requerir por escrito al acreedor que ponga fin a su conducta, especificando los hechos positivos u omisivos que, concretamente, han impedido u obstaculizado el cumplimiento, indicando las acciones u omisiones que deben cesar o los comportamientos necesarios por parte del acreedor, fijándole en dicho requerimiento un plazo apropiado, y en ningún caso inferior a quince días, teniendo en cuenta la naturaleza de la prestación debida, los usos y la buena fe.

2. Vencido el plazo, si el comportamiento referido no ha cesado, se reputará que hay incumplimiento por parte del acreedor.

Art. 105.

Conductas del deudor para quedar liberado

1. Si en el supuesto de la situación descrita en el artículo 103 el deudor, en lugar de establecer el incumplimiento del acreedor, pretende ejecutar la obligación que le corresponde para liberarse, está obligado a hacer al acreedor, en el lugar
 en que dicha obligación deba ser cumplida, un ofrecimiento real o por requerimiento
 de la totalidad de la prestación debida, incluidos los accesorios, frutos e intereses, en las formas indicadas, a petición suya,  por el juez de primera instancia competente en el lugar en que el ofrecimiento deba ser efectuado.

2. Si se encuentra en la imposibilidad de conocer el importe exacto de la suma o la cantidad exacta de cosas debidas, el deudor, con la autorización del juez, puede proponer el importe o la cantidad que ha fijado en virtud de los elementos de que dispone, comprometiéndose a pagar lo que finalmente resulte debido.

3. Si el acreedor acepta el ofrecimiento y recibe la prestación, el deudor queda liberado. En la situación descrita en el apartado 2 de este artículo, la liberación queda subordinada al hecho de que el deudor pague lo que todavía debe según la petición fundada y motivada del acreedor.

4. Si el acreedor no acepta el ofrecimiento, tratándose de una obligación de dar, el deudor, para quedar liberado de su obligación, debe consignar la cosa debida en las formas prescritas por el juez en el apartado 1 de este artículo, y respecto de las cuales, la solicitud puede proponerse en la forma establecida en dicho apartado. El juez determinará la liberación del deudor si la consignación está bien hecha. Si se trata de una obligación de hacer, el deudor debe cumplir lo ordenado por el juez, que establecerá a continuación su liberación si el comportamiento del deudor es el adecuado.

5. El ofrecimiento es suficiente —y entonces no es precisa la consignación o el cumplimiento— si la prestación no puede ser ofrecida al acreedor o a su representante a causa de la ausencia o incapacidad de éstos para recibirla, o si hay incertidumbre, sin culpa del deudor, sobre la persona a la que debe ser realizada la prestación, o si varios sujetos afirman su derecho a obtenerla, o si hubiese perdido el título que establece que es el titular del derecho a la prestación, y  estas circunstancias han sido especificadas en la petición mencionada en el apartado 1 de este artículo.

Sección 3ª

Efectos de la falta de ejecución*
Art. 106.
Cláusulas de no responsabilidad y limitativas de responsabilidad

1. Todo acuerdo que excluya o limite previamente la responsabilidad del deudor por dolo o falta grave es nulo. 

2. El acuerdo por el cual se convenga que una de las partes no puede oponer excepciones a fin de evitar o retrasar la prestación debida, carece de eficacia en cuanto a las excepciones de nulidad, anulabilidad y rescisión del contrato. Sin embargo, incluso en los casos en que el acuerdo sea eficaz, el juez, si aprecia la concurrencia de circunstancias graves, podrá suspender la condena, imponiendo, si ha lugar, una caución.

3. A reserva de lo previsto en el art. 30 sobre cláusulas abusivas, el acuerdo que excluya o limite la responsabilidad del deudor por falta leve carece de eficacia si el acreedor lo ha concluido mientras aquél estaba a su servicio, o si la responsabilidad se origina en el curso de una actividad profesional o empresarial ejercida en régimen de monopolio por una autorización administrativa.

4. Teniendo en cuenta la naturaleza de la prestación y la cualidad de las partes, éstas pueden concluir válidamente acuerdos por los que convengan márgenes de tolerancia en el cumplimiento o una franquicia en cuanto a la indemnización del daño, conforme a los usos y a la buena fe.

5. Las partes pueden concluir válidamente acuerdos estableciendo presunciones simples
 de caso fortuito para sucesos que, por su índole, se consideran normalmente caso fortuito.

Art. 107.

 Incumplimiento grave

1. Según se establece a continuación, el incumplimiento es grave si se refiere a una de las obligaciones principales (y no secundarias) del contrato, y, además, cuando, teniendo en cuenta la cualidad de las personas y la naturaleza de la prestación, el incumplimiento suponga para el acreedor un perjuicio tal que le prive sustancialmente de lo que jurídicamente puede esperarse del contrato. 

2. Se considerará, en particular, que el incumplimiento es grave cuando éste: 

a)es total; 

b)es parcial, pero ha desaparecido objetivamente el interés del acreedor de obtener el resto.

3. Las obligaciones secundarias son aquellas cuyo cumplimiento es de escasa importancia, en atención a la economía de la relación contractual y al interés del acreedor.

Art. 108.

Derecho del acreedor a suspender el cumplimiento de los contratos sinalagmáticos
1. En los contratos sinalagmáticos, si una de las partes incumple o no ofrece cumplir su obligación, cualquiera que sea la gravedad del incumplimiento, el acreedor tiene la facultad de suspender la prestación debida por él simultanea o sucesivamente, salvo que tal suspensión sea contraria a la buena fe.

2. Se considera como contrario a la buena fe la suspensión:

a) que ocasione a la otra parte consecuencias excesivamente onerosas; 

b) cuando, a pesar de que se haya comprobado que el incumplimiento es de escasa entidad, la suspensión conlleve la extinción de la obligación del acreedor; 

c) que perjudique un derecho fundamental de la persona.

Art. 109.

Cumplimiento anticipado, o en cantidad superior, o después del vencimiento del término esencial
1. Salvo lo previsto en el art. 101, el acreedor tiene derecho a rechazar el cumplimiento que se le ofrece o que se realiza antes del vencimiento convenido, o en cantidad superior a la debida, siempre que su rechazo no sea contrario a la buena fe en el sentido previsto en el artículo anterior, en la medida en que sea aplicable.

2. El acreedor tiene, en todo caso, el derecho de rechazar el cumplimiento que se le ofrece o se realiza después del vencimiento de un término pactado como esencial. 

Art. 110.

Plazo suplementario y beneficio de pago a plazos
1. Si el acreedor o el juez han concedido un plazo suplementario al deudor que todavía no ha iniciado el cumplimiento o que sólo lo ha efectuado parcialmente, el acreedor no puede, hasta el vencimiento del término, hacer uso de los remedios previstos en los artículos siguientes, a reserva de la facultad de solicitar al juez medidas cautelares o la suspensión de tal plazo, sin perjuicio de eventuales daños y perjuicios.

2. Si el acreedor o el juez han concedido al deudor la facultad de pagar a plazos la deuda, éste pierde el beneficio del aplazamiento si no efectúa un desembolso superior a la octava parte de la deuda. 

Art. 111.

Cumplimiento en forma específica

1. Si el deudor todavía no ha cumplido la obligación, cualquiera que sea la importancia del incumplimiento, el acreedor tiene derecho a exigir el cumplimiento o a que lo complete en forma específica si es objetivamente posible y, en todo caso, a reserva de daños y perjuicios.

2. En particular, el acreedor puede solicitar al juez: 

a) la entrega de cosa cierta y determinada o las cosas genéricas que se le deban, cuando el deudor las tenga en su poder o las haya transmitido a un tercero de mala fe o por un acto simulado; 

b) la autorización para obtener, en la medida de lo posible, y a costa del deudor, la cosa cierta y determinada o las cosas genéricas que se le deban, que estén en poder de terceros; 

c) que el deudor sea condenado a cumplir su obligación, en la medida de lo posible, o a completar la prestación debida. También puede obtener la autorización del juez de cumplir o completar el mismo la obligación o de hacerla cumplir o completar por terceros, a costa del deudor; 

d) que el deudor sea condenado a destruir lo que ha realizado incumpliendo una obligación de no hacer. También puede obtener la autorización del juez de destruir por si mismo o de hacer destruir por terceros, a costa del deudor, lo que ha realizado éste incumpliendo una obligación de no hacer.

e) una sentencia que produzca el efecto jurídico del contrato que el deudor se había comprometido a celebrar mediante un contrato preliminar incumplido.

3. Para estimular al deudor incumplidor a cumplir la condena para asegurar en forma específica el cumplimiento de la prestación que es objetivamente posible, el juez puede además condenar al deudor, si incumple o cumple con retraso, al pago de una multa cuya cuantía no excederá el triple del valor de la prestación debida, y que corresponderá en la proporción del 70% al acreedor y del 30% al Estado. Tal multa puede consistir en una suma fija que genere intereses en la medida fijada por el juez, o en una suma debida por cada día de retraso, que se repartirá en las proporciones indicadas.

Art. 112.

Sustituciones bajo forma específica y reparación

1. Si el deudor no cumple la obligación total o parcialmente, el acreedor tiene el derecho, a reserva de daños y perjuicios, de obtener, en la medida en que esto sea objetivamente o subjetivamente posible, que el deudor:

a) le entregue una cosa diferente sobre la que puede disponer libremente, o efectúe una prestación diferente -y que por ello el interés del acreedor se realice de manera satisfactoria- mediante el pago ulterior de una suma o la eventual restitución de una parte de la suma entregada que, en caso de desacuerdo, será fijada por el juez en el caso en que la cosa o la prestación diferentes tengan mayor o menor valor; 

b) provea las reparaciones que son necesarias pare eliminar los defectos o imperfecciones de la cosa entregada o de la obra efectuada;

c) provea, en caso de que los problemas nazcan con la puesta en funcionamiento o la utilización de la cosa entregada debido a una imperfección de la misma, a su instalación, funcionamiento o envío de técnicos que expliquen la utilización y, eventualmente, que se encarguen durante un cierto tiempo del mantenimiento necesario para un buen uso.

2. El acreedor puede, además, ser autorizado por el juez para realizar las reparaciones necesarias él mismo o por terceros, a costa del deudor.

3. El acreedor que pretenda ejercitar los derechos antes indicados debe notificarlo inmediatamente al deudor desde el momento que descubra los defectos.

4. Antes de que el acreedor haya enviado la notificación a que se refiere el apartado anterior al deudor, este, notificándolo al acreedor, podrá sustituir o eliminar los defectos o completar la entrega, a su costa. 

Art. 113.

Reducción del precio
1. El acreedor que acepte la entrega de cosa diferente de valor inferior, o con imperfecciones, o un conjunto de cosas de valor inferior al debido, o una prestación de hacer diferente a la convenida o con imperfecciones, tendrá derecho, notificándolo en tiempo útil al deudor, a pagar un precio inferior al convenido. Podrá, en su caso, exigir la restitución de parte de la suma entregada, en la proporción fijada por el juez en defecto de acuerdo. 

2. Si la prestación ofrecida o efectuada tiene un valor superior al debido, se aplicarán las reglas del art. 101. 

ART. 114.

Derecho a la resolución del contrato
1. Si se produce un incumplimiento grave, en el sentido del art. 107, el acreedor tendrá derecho a exigir la resolución del contrato, requiriendo al deudor el cumplimiento en un plazo razonable que no sea inferior a quince días, y notificándole que, transcurrido inútilmente el plazo, el contrato se considerará resuelto.

2. Si el contrato incluye una cláusula en virtud de la cual el incumplimiento de determinada prestación por una de las partes atribuye a la otra parte el derecho a resolver el contrato, el incumplimiento se considerará, en todo caso, grave en el sentido del art. 107, y el contrato se considerará resuelto desde el momento en que la parte interesada notifique al deudor que quiere hacer uso de la cláusula en cuestión. 

3. Una vez transcurrido el plazo indicado en el primer apartado del presente artículo, o si el deudor ha recibido la notificación mencionada en el segundo apartado del presente artículo, el acreedor no puede exigir el cumplimiento del contrato, pudiendo rechazarlo, y el deudor no está obligado a cumplir. El acreedor puede además ejercitar los derechos indicados en los arts. 115 y 116.

4. La resolución del contrato también puede ser parcial en aquellos casos en que, aunque el deudor no haya cumplido la totalidad de la obligación, el acreedor acepte la parte recibida, ejercitando el derecho a pagar un precio proporcionalmente inferior como se prevé en los arts. 92 y 93. 

5. Si el incumplimiento se produce durante la ejecución de un contrato de cumplimiento continuo o periódico, el efecto de la resolución no afecta a las prestaciones cumplidas con anterioridad. 

6. El acreedor no tiene derecho a resolver el contrato si el cumplimiento depende exclusivamente de una acción u omisión que le sea imputable, a reserva de la facultad de aplicar los arts. 103 y 104. Tampoco tendrá este derecho si ha hecho creer a la otra parte que no procedería a la resolución, aún tratándose de un incumplimiento grave. 

Art. 115.

Restitución

A reserva de lo previsto en el art. 114 aptdo. 5º, el acreedor, como consecuencia de la resolución del contrato, tiene derecho a exigir al deudor que ha incumplido la restitución de lo que le ha dado para realizar la prestación que le es debida o, en todo caso, cualquier prestación a causa del contrato, sin perjuicio del derecho a obtener daños y perjuicios y del deber de restitución previsto en el art. 160.

Art. 116.

Daños y perjuicios
1. A reserva de lo previsto en los artículos precedentes, en caso de incumplimiento y cualquiera que sea la gravedad, el acreedor tiene derecho a obtener del deudor la indemnización de los daños causados, tal y como se prevén en los arts. 162 y ss.

2. Tal derecho puede ejercitarse cumulativamente con los previstos en los preceptos precedentes, según lo previsto en éstos y en el art. 171.

Art. 117.

Derechos de terceros de buena fe
El ejercicio por parte del acreedor de los derechos previstos en los artículos precedentes no perjudicará los derechos que los terceros hayan adquirido de buena fe sobre cosas del acreedor o sobre las que le sean debidas, antes de que él mismo, teniendo serios motivos para temer el incumplimiento, les haya apercibido por escrito o antes de que, cuando se trate de cosas inmuebles o muebles inscritas, se haya hecho constar la demanda en los registros inmobiliarios públicos, según las reglas en vigor en cada Estado. Y esto, salvo lo dispuesto en el art. 161.

Título IX
CESIÓN DE CONTRATO Y DE LAS RELACIONES 

QUE NACEN DEL MISMO

Sección 1

Cesión de contrato

Art. 118.

Concepto

1. Cada una de las partes, si la relación lo permite expresamente, puede ceder, a título gratuito u oneroso, total o parcialmente, a un tercero (o a más sujetos) su propia posición contractual en un contrato cuyos efectos no han concluido todavía.
2. En tal supuesto las partes pueden modificar el contenido del contrato que se cede e igualmente convenir y transigir sobre los derechos y obligaciones ya nacidos o que pueden nacer del mismo o de su cumplimiento o incumplimiento.

3. Salvo pacto en contrario, se entiende también transferida la cláusula compromisoria contenida en el contrato que se cede.

4. Si la transmisión de la posición contractual no se produce por voluntad de las partes sino en virtud de la ley y por actor inter vivos, o bien por sucesión a causa de muerte, no se aplican las reglas de la presente sección, sino, en el marco de cada uno de los Estados de la Unión europea, las reglas que en él se encuentren en vigor. Quedan a salvo los principios del derecho internacional privado.

Art. 119.

Modalidades de cesión

1. La cesión de contrato puede efectuarse mediante un acuerdo entre cedente y cesionario, que produce efectos desde el momento que es notificado al cedido si éste ha dado su consentimiento previamente, o bien cuando el cedido comunique a ambos su aceptación.

2. La cesión también puede tener lugar por la perfección de un acuerdo trilateral entre cedente, cedido y cesionario, y debe efectuarse siempre de esta manera en el caso previsto en el apartado 2 del precedente art. 118. En este acuerdo deben definirse todas las posiciones de las partes y precisarse los derechos y obligaciones respectivos así como su duración.

3. Si fuera necesaria autorización de un órgano judicial o administrativo o de un tercero, la cesión producirá efecto desde que sea concedida.

4. Si todos los elementos del contrato figuran en un documento en el que aparece escrita la cláusula “a la orden” u otra equivalente, el endoso del documento comporta la sustitución del endosatario en la posición contractual del endosante.

5. La cesión debe tener lugar, bajo pena de nulidad, en la forma requerida para la celebración del contrato que se cede y será oponible a terceros cuando la notificación al cedido o su aceptación o el contrato trilateral hayan tenido lugar por actos de fecha cierta, a menos que se demuestre que los terceros tenían pleno conocimiento de ella.

6. Quedan a salvo las reglas vigentes de los Estados miembros de la Unión europea que prescriban formas determinadas para el contrato de cesión, así como la intervención en él de sujetos u órganos colegiados determinados.
Art. 120.

Derechos y obligaciones de los sujetos

1. Si la cesión es eficaz, el cedente queda liberado de sus obligaciones frente al cedido, las cuales son asumidas en el mismo instante por el cesionario. El cedido puede, no obstante, en su adhesión preventiva, simultánea o sucesiva, declarar que no quiere liberar al cedente; en tal caso podrá actuar contra el cedente si el cesionario no cumple sus obligaciones, con tal que él mismo haya notificado al cedente el incumplimiento dentro de los quince días siguientes a aquel en que haya sido constatado, quedando obligado, en su defecto, a la reparación del daño.

2. El cedente está obligado a proporcionar al cesionario todas las informaciones que le permitan hacer valer sus derechos y cumplir las obligaciones derivadas del contrato así como a entregarle todos los documentos pertinentes. El incumplimiento de estas obligaciones conllevará la aplicación de la disposición prevista en el art. 7 apartado 2 del presente código.

3. Si existen dudas fundadas en cuanto a la validez o eficacia del acuerdo de cesión, cualquier deudor podrá solicitar al juez el depósito de la prestación debida, conforme a lo previsto en el art. 105.

4. El cedido puede oponer al cesionario todas las excepciones derivadas del contrato, pero no las fundadas en otras relaciones con el cedente, salvo que se las haya reservado expresamente en el momento de la adhesión preventiva, simultánea o sucesiva.

5. La responsabilidad del cedente, tanto en cuanto a la validez del contrato cedido como en cuanto a su cumplimiento, depende de la naturaleza del contrato de cesión, y en todo caso de la voluntad de las partes.

6. Pero si en la cesión las partes no han hecho referencia a ninguna figura contractual, ni ésta puede deducirse del contenido del acuerdo por vía de interpretación, se observarán, salvo pacto en contrario, las reglas siguientes. Si la cesión es a título oneroso, el cedente responde de la invalidez e ineficacia del contrato cedido. Responde igualmente y en calidad de fiador, hasta el límite de la suma recibida, si es de buena fe, de las obligaciones del cedido ya existentes, salvo si su incumplimiento es debido a la conducta del cesionario. Si la cesión tiene lugar a título gratuito el cedente garantiza únicamente la validez del contrato cedido y responde de su cumplimiento solamente si lo ha prometido y si es de buena fe.
Sección 2

Cesión de créditos

Art. 121.

Transmisibilidad de los créditos

1. El crédito nacido de contrato o de su cumplimiento o incumplimiento puede ser transmitido a un tercero (o a más sujetos), total o parcialmente, incluso si no es todavía exigible o es futuro, siempre que no sea de carácter personal y la cesión no esté excluida por la ley, por acuerdo de las partes o por la naturaleza del contrato.

2. Cuando el crédito se cede parcialmente el juez puede disponer, si lo estima oportuno, que cedente y cesionario actúen en litisconsorcio frente al deudor cedido.

3. El crédito futuro puede cederse si está determinado o es determinable conforme al art. 31 del presente código. En este caso, el efecto de la cesión se producirá cuando el crédito exista para el cedente.

4. La prohibición convencional puede oponerse al cesionario si el cedido prueba que aquél la conocía al tiempo de la cesión; en este caso la prohibición impide que el cesionario adquiera el derecho frente al cedido, pero no respecto al cedente.

5. Se considera intransmisible por la naturaleza del contrato el crédito cuya cesión determinaría una alteración sustancial del contenido de la obligación que soporta el cedido.

6. A salvo lo previsto en el art. 118, el cedente puede convenir con el cesionario que este último asuma el compromiso de cumplir sólo determinadas obligaciones.

Art. 122.

Modalidades y efectos de la cesión

1. Salvo que la cesión de crédito esté excluida por el propio contrato o por su naturaleza, la cesión no requiere para su validez el consentimiento del deudor y puede realizarse en alguna de las modalidades previstas en este artículo.

2. El cedente puede comprometerse frente al cesionario a cederle su crédito, mediante contrato a título oneroso o gratuito, de eficacia obligacional. En este caso la cesión del crédito tendrá lugar por la perfección de un segundo contrato de cesión de naturaleza abstracta entre ambas partes; el cedido podrá excepcionar la invalidez o la ineficacia de este último, pero no la del precedente contrato causal.

3. Cedente y cesionario pueden convenir también, por contrato oneroso o gratuito, que un crédito del primero sea cedido al segundo, de manera que la cesión se produzca por efecto del simple consentimiento. En caso de duda sobre la modalidad elegida para la cesión, se presume que se trata de la indicada en este apartado.

4. En las dos hipótesis de los apartados 2 y 3 de este artículo, la cesión produce efecto para el deudor cedido cuando se le notifica o cuando la acepta. Pero el deudor cedido que antes de la notificación o de la aceptación paga al cedente no se libera si el cesionario prueba que el deudor conocía la cesión. La notificación al deudor puede ser simultánea a la petición de cumplimiento.

5. Se aplica el apartado 2 del artículo 36 de este código, respecto al valor del crédito cedido, a los contratos, declaraciones y actos de notificación o aceptación previstos en los apartados precedentes.

6. En las dos hipótesis previstas en los apartados 2 y 3 de este artículo, la cesión es oponible a terceros siempre que los contratos, la notificación o la aceptación sucesiva consten en documentos que tengan fecha cierta, así como cuando se demuestre que los terceros conocían la cesión. Si un mismo crédito ha sido objeto de varias cesiones a personas diferentes, prevalece la cesión que primero haya sido notificada al deudor o aceptada por acto de fecha cierta.

7. La cesión de un crédito determina, salvo pacto en contrario, la transferencia de todos sus accesorios, excepto aquéllos que tengan carácter estrictamente personal.

8. A las cesiones de créditos efectuadas por bancos o por empresas que practican el factoring no se aplican los artículos precedentes, sino las disposiciones legales en vigor o las reglas uniformes del correspondiente sector económico y, en su defecto, los usos.

Art. 123.

Obligaciones de las partes

1. El cedente está obligado a entregar al cesionario los documentos acreditativos del crédito que él tenga, o bien una copia auténtica de ellos si la cesión ha sido parcial, y también debe proporcionarle todas las informaciones necesarias y útiles para hacerlo valer.

2. En la cesión a título oneroso, el cedente de buena fe garantiza, hasta el límite de lo recibido, la existencia del crédito en el momento de la cesión, así como la solvencia actual –y también la futura si ha sido expresamente prometida- del cedido, salvo cuando el incumplimiento de este último sea debido a negligencia del cesionario. Si la susodicha garantía ha sido excluida de común acuerdo, el cedente resulta obligado cuando el crédito queda impagado por hecho propio.

3. En la cesión a título gratuito, el cedente de buena fe responde, si lo ha prometido y dentro de los límites en que lo haya hecho, de la existencia del crédito y de la solvencia del deudor.

4. El cedente de mala fe, responde en todos los casos de los daños que el cesionario sufra, a menos que el incumplimiento sea debido a negligencia de éste último.

5. El deudor cedido sigue teniendo las mismas obligaciones que tenía frente al cedente.

Art. 124.

Derechos de las partes

1. El cesionario adquiere los mismos derechos que tenía el cedente.

2. El cedido puede oponer al cesionario todas las excepciones que hubiera podido oponer al cedente hasta el momento de la cesión; pero, si la ha aceptado sin reservas, no puede excepcionar la compensación. Puede además invocar, salvo lo previsto en el art. 122 apartado 2, las excepciones relativas a la invalidez de la cesión y, de no haberla consentido, también las relativas a su inadmisibilidad convencional, dentro de los límites previstos en el art. 121 apartado 4.

3. Si hay razones fundadas para dudar de si la prestación se debe al cesionario o al cedente, el cedido puede instar del juez autorización para efectuar el depósito o para proceder de la manera que le ordene, conforme a lo previsto en el art. 105.

4. Si la cesión de crédito es de origen legal, se aplican, a falta de disposiciones específicas, las reglas del presente título. En todo caso, el que ha cumplido se subroga en los derechos del acreedor hasta el límite de lo que haya pagado, si se trata de una deuda de la que debe responder; por el contrario si ha pagado una deuda de la que no estaba obligado a responder, puede pedir hasta el momento del cumplimiento que se le subrogue, y quedará subrogado en los derechos del acreedor hasta el límite de lo que haya pagado si media una declaración unilateral simultánea de este último, a la que se aplica lo previsto en el art. 36 apartado 2.

Sección 3
Cesión de deudas

Art. 125.

Cesión por sucesión o por novación

1. La transmisión de deudas puede hacerse de dos maneras:

a) por sucesión en la relación obligatoria –que entonces se transmite objetivamente sin modificación alguna- de un nuevo deudor, el cual se añade al deudor original o sucede a este último como se indica en el art. 126 siguiente;

b) por extinción convencional de la obligación originaria y constitución simultánea de una nueva con sujeto pasivo diferente.

2. En la primera hipótesis prevista en el apartado precedente el nuevo deudor responde solidariamente con el deudor original cuando el acreedor no ha declarado expresamente que libera a este último.

3. La cesión tiene lugar por novación solamente si así se declara de forma expresa e inequívoca por las partes en un acuerdo trilateral. En caso de duda, se presumirá que la cesión ha sido realizada por sucesión.

4. Salvo lo previsto en los apartados 2 y 3 del presente artículo, las partes pueden efectuar la cesión de deuda de la manera que consideren más conveniente a sus intereses y, entre otras, en alguna de las indicadas a título de ejemplo en el art. 126 siguiente.

5. La transmisión de la deuda puede hacerse a uno o varios nuevos deudores.

6. Cuando la cesión de la deuda se produzca en virtud de la ley o como elemento accesorio de la transmisión de uno o varios bienes, se rige, a falta de reglas específicas diferentes, por las disposiciones de la presente sección, en cuanto sean aplicables.

Art. 126.

Modalidades de cesión

1. Por acuerdo entre el deudor y un tercero, este último puede comprometerse frente al primero a extinguir su obligación, y puede cumplirla en los límites previstos en el art. 79 apartado 1. Un acuerdo de este tipo produce solamente efectos internos entre deudor y tercero.

2. Por acuerdo entre el deudor y un tercero, este último puede comprometerse frente al acreedor a extinguir la obligación, quedando así obligado solidariamente con el deudor original, a menos que el acreedor declare expresamente que libera a este último.

3. Por acuerdo entre el acreedor y un tercero, este último puede por propia iniciativa comprometerse frente al primero a cumplir la obligación, quedando así obligado solidariamente con el deudor original si el acreedor no declara expresamente que libera a este último. El deudor original puede, manifestando su oposición cuando tenga conocimiento de dicha obligación, dejar sin efecto el indicado acuerdo.

4. La transmisión de deuda puede realizarse igualmente mediante un acuerdo preliminar de carácter obligacional, seguido de un acto de transferencia sucesivo – y por tanto dispositivo- del crédito. El acuerdo y el acto sucesivo pueden efectuarse por el acreedor (de acuerdo con el tercero), o por el deudor original (de acuerdo con el tercero) aunque el deudor no esté autorizado para ello; la operación, no obstante, es eficaz si el acreedor presta su consentimiento. En este caso, el nuevo deudor no puede alegar ante el acreedor ninguna excepción fundada en el acuerdo preliminar que ha servido de base al acto sucesivo de transmisión, a menos que el motivo que invalide la primera fase impida también la validez de la segunda. No obstante, el tercero que ha cumplido puede ser indemnizado por el deudor original pero sólo por la utilidad que el pago le haya producido. En caso de duda sobre la modalidad elegida para la cesión, se entiende adoptada la que figura en el apartado 3 de este artículo.

5. En las hipótesis previstas en los apartados precedentes, el tercero puede ser, o no, deudor del deudor principal; y, si no lo es, tiene derecho a ser reembolsado o indemnizado por este último, salvo pacto diferente, de lo que haya efectivamente desembolsado, con la única limitación de que el deudor principal puede oponerle las mismas excepciones que habría podido hacer valer ante el acreedor.

6. En el acuerdo trilateral, por el que las partes pueden efectuar la novación subjetiva de la deuda, se puede convenir que el acreedor, para reclamar el cumplimiento, deba haber efectuado o al menos ofrecido una contraprestación.

7. A los acuerdos y declaraciones previstos en el presente artículo en relación al valor de la deuda transmitida se aplica el apartado 2 del art. 36 del presente código.

Art. 127.

Derechos y obligaciones de las partes

1. Salvo lo previsto en el apartado 4 del art. 126, si la cesión no ha tenido lugar por acuerdo novatorio, el nuevo deudor puede oponer al acreedor las excepciones que tenía el deudor original; y por otra parte, si este último ha sido liberado por el acreedor, las garantías del crédito se extinguen, a menos que quienes las hayan prestado consientan expresamente su mantenimiento.

2. En la hipótesis prevista en el apartado anterior, el acreedor que ha aceptado la obligación del tercero no puede dirigirse contra el deudor original si previamente no ha exigido el cumplimiento al tercero, y, si ha liberado al deudor original, no tiene acción contra él si el tercero deviene insolvente, salvo reserva expresa.

3. Si la cesión se efectúa por acuerdo novatorio, acreedor y nuevo deudor pueden respectivamente ejercitar exclusivamente los derechos y oponer únicamente las excepciones que derivan del acuerdo mismo, a excepción de lo previsto en el apartado siguiente.

4. Si la obligación asumida por el nuevo deudor conforme al apartado 1 letra a) del art. 125 es nula o se anula, el acreedor que ha liberado al deudor original puede exigirle el cumplimiento, pero ya no puede hacer valer las garantías prestadas por terceros. Si la cesión tiene lugar por un acuerdo novatorio, como el previsto en el apartado 1 letra b) del art. 125, se aplica la disposición contenida en el art. 130 apartado 5.

5. Se aplica en su caso la regla contenida en el art. 79 apartado 2.

TÍTULO X

EXTINCIÓN DEL CONTRATO Y DE LAS RELACIONES QUE NACEN DEL CONTRATO
Sección 1

Hechos extintivos y que provocan una preclusión

Art. 128

Hechos extintivos que provocan la ineficacia

1. El contrato se extingue o carece de efecto:

a) por cumplimiento, o por la oferta real, o por el requerimiento, de todas las obligaciones que resultan del contrato, en alguna de las  modalidades previstas en los títulos VII y VIII del presente Libro, y además por haber realizado, por ambas partes, el fin perseguido;

b) por cumplimiento de la condición resolutoria;

c) por vencimiento del término final;

d) por muerte o incapacidad sobrevenida, en los casos previstos por la ley;

e) por novación;

f) por desistimiento de mutuo acuerdo;

g) por retractación;

h) por resolución total;

i) por nulidad;

l) por anulación;

m) por rescisión;

n) por cualquier otra causa establecida por la ley.

2. La extinción del contrato -si es definitiva- o su ineficacia impiden que las partes puedan formular pretensiones sobre la base de ese mismo contrato, salvas las excepciones previstas en los contratos plurilaterales a favor de otras partes contratantes y para la protección de terceros; exceptuados además los efectos de la confirmación, de la conversión, de la ratificación, y prescindiendo de las pretensiones que se puedan hacer valer para obtener las restituciones debidas y el resarcimiento de daños y perjuicios por hechos ilícitos contractuales, o extracontractuales, sobrevenidos durante la formación, el cumplimiento o el incumplimiento del contrato.

3. Las obligaciones que surgen del contrato se extinguen:

a) por su cumplimiento -o por la oferta real o por el requerimiento- en las modalidades previstas según los títulos VII y VIII del presente Código, así como por el cumplimiento forzoso a cargo del deudor;

b) por novación;

c) por remisión;

d) por renuncia tácita;

e)por compensación;

f) por confusión;

g) por pérdida o deterioro grave de la cosa debida, o por imposibilidad de la prestación debida que no sea imputable al deudor, con excepción de lo previsto en el art. 162.

h) por cualquier otra causa establecida por la ley.

4. La extinción de la obligación -si es definitiva- impide al acreedor formular pretensiones en relación con ella, salvo las que tengan por objeto obtener las restituciones debidas, así como el resarcimiento de daños y perjuicios por hechos producidos con ocasión del cumplimiento o del incumplimiento de la obligación.

5. El presente Título se refiere a los supuestos que no están regulados por otras reglas de este Código, reglas a las que se hace remisión para los casos no previstos aquí
.

Art. 129

Hechos que provocan una preclusión

1. La prescripción provoca una preclusión para el ejercicio de cualquier derecho que pueda resultar de un contrato.

2. La caducidad provoca una preclusión de la posibilidad de emitir una declaración o de realizar un acto.

Sección 2ª

Modos de extinción distintos del cumplimiento

Art. 130

Novación

1. La novación es objetiva cuando las partes acuerdan la sustitución por otro contrato, que sea sustancialmente diferente, del preexistente que todavía no haya sido enteramente cumplido, y que de este modo se extingue. La novación comporta además la extinción tanto de las garantías que aseguraban el contrato originario como de sus circunstancias accesorias, entre ellas las facilidades de pago, si no han sido expresamente confirmadas en el acuerdo novatorio.

2. La voluntad de efectuar una novación debe ser manifestada por ambas partes de manera inequívoca y puede resultar igualmente por el hecho de la incompatibilidad objetiva del primer contrato en relación al posterior.

3. Si dichos contratos no son objetivamente incompatibles, su coexistencia debe resultar de la voluntad inequívoca de cada una de las partes.

4. En caso de duda, se estimará que solo subsiste el contrato originario modificado.

5. La invalidez del contrato originario no afecta a la validez del nuevo contrato, ni la invalidez del contrato novatorio o del contrato posterior supondrá una convalidación del contrato originario
; pero la parte de mala fe responderá de los daños que sufra la otra.

6. La reproducción o repetición del contrato o su redacción por escrito no comportará su novación si no se cumplen las condiciones previstas en los apartados 1 y 2 del presente artículo. En caso de discordancia entre la expresión original y la posterior, prevalecerá, en caso de duda, esta última.

7. La novación puede afectar, con efectos análogos, a una cláusula particular del contrato o a una obligación que derive de él.

8. A los acuerdos previstos en los apartados 1 y 7 del presente artículo se aplicará el art. 36 de este Código, con relación al importe del nuevo contrato o de la nueva obligación.

Art. 131

Condonación de la deuda

1. La obligación nacida o que puede nacer de un contrato se extingue si el acreedor la renuncia de alguna de las maneras siguientes.

2. El acreedor puede declarar en términos inequívocos que renuncia su derecho, comunicándoselo al deudor, quien tiene la facultad de declarar en un plazo razonable no querer aprovecharla. La restitución voluntaria del título original del crédito por el acreedor al deudor, hecha incluso después del pago parcial de la suma fijada, posee el mismo valor que dicha declaración de renuncia al crédito. La remisión acordada con el deudor principal libera también a los fiadores. La renuncia por parte del acreedor a las garantías que aseguren el crédito no permite presumir la remisión de la deuda.

3. El acreedor puede renunciar su crédito mediante un contrato concluido con el deudor.

4. El acreedor puede también obligarse con el deudor a renunciar a su crédito mediante un contrato de carácter obligatorio, al que se acompañe un acto abstracto de renuncia a ese crédito. En este caso, la nulidad del primer contrato no se transmite al acto posterior.

5. Las partes pueden extinguir un contrato unilateral o bilateral por medio de un contrato posterior por el que renuncien recíprocamente a todos los derechos que hayan nacido o por nacer del primero.

6. A los actos previstos en los apartados precedentes, incluso cuando la condonación de la deuda no tenga contenido transaccional, se aplicará el apartado segundo del art. 36 del presente Código en relación al importe de la deuda que se condona. Si la condonación tiene lugar a título gratuito, incluso de liberalidad, no se requiere la forma necesaria para la donación.

Art. 132

Compensación

1. El crédito derivado de un contrato se extingue por compensación si el acreedor a su vez debe cumplir, por cualquier título que sea, una obligación frente a la otra parte. La compensación puede igualmente ser opuesta por un fiador, en las condiciones previstas en los apartados siguientes.

2. Los dos créditos recíprocos deben coexistir en la misma fecha, y deben ser líquidos y exigibles. Además ambos deben tener por objeto una suma de dinero o una cantidad de cosas fungibles de la misma especie o calidad
. Los créditos se extinguirán en la cantidad concurrente.

3. La compensación se produce cuando un acreedor la reclama mediante una declaración no sometida a condición ni a término, la cual deberá notificarse a la otra parte o formularse judicialmente antes de que concluya la primera vista de alegaciones. Tal declaración produce efecto desde el momento en que se comunica a la contraparte o se formula judicialmente. La otra parte puede manifestar en un plazo suficiente su oposición en relación a lo previsto en los apartados siguientes.

4. La compensación no tiene lugar, y cabe la posibilidad de oponerse frente a quien la invoque, en cualquiera de los casos siguientes: cuando uno de los dos créditos derive de un acto ilícito extracontractual, o si una parte la impugna preventivamente por motivos idóneos, o cuando aquélla tenga por objeto la restitución de cosas depositadas o dadas en préstamo, o bien cuando haya habido una renuncia preventiva a la compensación, así como en cualquier otro caso previsto por la ley. Para las cuentas corrientes establecidas con motivo de relaciones comerciales, se aplicarán los usos. Deben respetarse las disposiciones relativas a los consumidores que se hallen en vigor en la Unión Europea y en sus Estados miembros.

5. Si las dos obligaciones recíprocas han de cumplirse por contrato en lugares diferentes, deben calcularse los gastos de transporte al lugar del pago, a menos que el acreedor se oponga a la compensación, teniendo un interés razonable en que el cumplimiento se produzca en el lugar previsto.

6. Si las condiciones previstas en el apartado segundo del presente artículo no se cumplen, el acreedor tiene solamente un derecho de retención frente a la otra parte, como lo prevé el precedente artículo 108 precedente; y, si uno de los dos créditos no es líquido, el juez, a instancia del acreedor, puede suspender la condena de este último, en relación a la obligación a su cargo, hasta la verificación de la cuantía del crédito que ha opuesto en compensación. La compensación puede tener lugar por voluntad de las partes, aunque las condiciones previstas en los apartados precedentes no se cumplan.

7. A las declaraciones previstas en el presente artículo se aplicará el art. 36 apartado 2 en relación a la cuantía del crédito opuesto en compensación.

Art. 133

Confusión

1. El crédito derivado de un contrato no es exigible cuando y mientras que las cualidades de acreedor y de deudor se reúnan en la misma persona
.

2. Cuando en la misma persona se reúnan las cualidades de acreedor y deudor solidario, el efecto previsto en el apartado 1 precedente se producirá por parte del antedicho deudor solidario a favor de otros deudores. Si en la misma persona se reúnen las cualidades de acreedor solidario y de deudor, el efecto previsto en el apartado 1 precedente se realizará para la parte del primero. Las mismas reglas se aplicarán para las obligaciones indivisibles.

3. La confusión no es oponible a terceros que puedan resultar perjudicados, y en todos los casos en que las reglas en vigor en la Unión europea y los Estados miembros la excluyan  en interés de terceros.

Sección 3ª

Prescripción y caducidad

Art. 134

Prescripción

1. Cuando no existan prohibiciones legales, el vencimiento del plazo comporta para el acreedor inactivo una preclusión definitiva en el ejercicio de un derecho disponible, derivado de un contrato, como prevén las reglas siguientes.

2. El tiempo previsto para la prescripción comienza a transcurrir a partir del momento en que el acreedor puede hacer valer su crédito, y cuando resulte cierta su cuantía.

3. La prescripción se produce si el deudor, o uno de sus acreedores, o cualquiera que posea interés legítimo, declara expresamente, judicial o extrajudicialmente, frente al titular del derecho, su voluntad de hacerla valer. A esta declaración, si se realiza extrajudicialmente, se aplicará el apartado 2 del art. 36 de este Código.

4. El plazo de prescripción para todos los créditos que nazcan de un contrato es de diez años, a menos que en los distintos tipos de contrato o en instituciones específicas se prevea un plazo especial. Si se ha producido sentencia condenatoria, el plazo de prescripción es en todo caso de diez años, aunque para el derecho reconocido por la sentencia esté previsto en este Código un plazo diferente.

5. Las partes pueden convencionalmente reducir el plazo de prescripción de diez años señalado en el apartado 4 precedente, pero no los plazos previstos para los diferentes tipos de contrato, excepto en aquellas relaciones en que tome parte un consumidor y solamente a favor de éste. Cualquier otra convención que intente modificar la reglamentación legal de la prescripción será nula. Quedan a salvo en todo caso las reglas comunitarias.

6. El transcurso de la prescripción se interrumpe si el acreedor entabla una acción judicial para hacer valer su derecho, o si formula con el mismo fin una reclamación extrajudicial, o si el deudor reconoce de cualquier modo su deuda. Tras la interrupción comienza a transcurrir un nuevo plazo de prescripción.

7. El plazo de prescripción se suspende: entre esposos; entre los que estén sometidos a la patria potestad, o a curatela o tutela o cualquier forma de protección o de asistencia análoga, como las previstas en los diferentes sistemas, y los que las ejercen; entre aquellos cuyos bienes sean administrados y quienes los administren hasta que sean presentadas y aprobadas las cuentas; en cualquier otro caso previsto por la ley. La suspensión puede producirse sobre la base de un acuerdo entre acreedor y deudor que hayan decidido emprender gestiones de cara a una solución amistosa, y por el tiempo previsto. Desde que la suspensión cesa, se reanuda el curso de la prescripción, y se agrega el tiempo ya transcurrido antes de la circunstancia suspensiva.

8. El plazo de prescripción es de diez años para cualquier derecho o acción previstos en el presente Código, salvo que se establezca un plazo distinto para cada una de las situaciones. 

Art. 135

Caducidad

1. A la caducidad no se aplican las reglas relativas ni de la interrupción, ni de la suspensión, a menos que se disponga otra cosa en las relativas a los diferentes tipos de contratos.

2. Los términos de caducidad para la emisión de una declaración o para el cumplimiento de un acto, fijados para cada uno de los diferentes tipos de contrato, pueden ser modificados por acuerdo de las partes, pero de tal modo que no haga excesivamente difícil el cumplimiento de la carga en cuestión.

Art. 136

Cálculo de los plazos

Los plazos de prescripción y de caducidad se calcularán de la manera prevista en el art. 58 del presente Código.

TÍTULO XI

OTRAS ANOMALÍAS DEL CONTRATO Y SUS REMEDIOS

Sección 1

Anomalías

Art. 137.

Inexistencia

1. No hay contrato cuando no existe un hecho, un acto,  una declaración o una situación que puedan ser reconocidos exteriormente y reconducidos a la noción social de contrato.

2. En particular, no hay contrato:

a) si no existe o carece de capacidad jurídica el destinatario de una oferta o de una declaración dirigida a producir efectos como acto de autonomía privada, salvo que exista el sustrato de lo que pueda llegar a ser el sujeto -como un concebido o una sociedad anónima antes de su inscripción- y mientras llega a existir;

b) si carece de objeto la oferta o la declaración dirigida a producir efectos como acto de autonomía de la voluntad;

c) si la aceptación -con independencia de lo previsto en el artículo 16 apartados 6 y 7- no se corresponde con la oferta, como consecuencia del carácter equívoco de esta última;

d) si el hecho, o el acto, o la declaración, o la situación, aun existiendo, son incompletos, sin que pueda atribuírseles valor jurídico como tipo contractual diferente y más reducido, ni en espera de la producción sobrevenida de otros elementos que podrían añadírseles;

3. En caso de duda, se entenderá que hay nulidad y no inexistencia.

Art. 138.

Situación derivada de la inexistencia

1. La inexistencia determina la ausencia total de cualquier efecto en el ámbito contractual, con independencia de las obligaciones de restitución previstas en el artículo 160 y de la responsabilidad por daños prevista en el artículo 161.

2. La situación a que se refieren los apartados 1 y 2 del artículo 137 se produce por el solo hecho de concurrir esas circunstancias y no es susceptible de ninguna regularización o corrección. Cualquier interesado puede actuar como si no existiera el contrato en cualquier momento, sin que haya plazo de prescripción, pero puede igualmente hacer constatar la inexistencia mediante la emisión de una declaración que contenga las indicaciones necesarias y vaya dirigida a quien deba constarle, y puede también solicitar una declaración judicial de la inexistencia del contrato. Sin embargo, con el fin de que las partes puedan alcanzar un acuerdo extrajudicial, no se admitirá ninguna demanda hasta que no transcurran seis (o tres) meses desde la recepción de la citada declaración. Para los casos que no admitan demora, queda a salvo la facultad de solicitar del Juez la adopción de las medidas previstas en el artículo 172.

Art. 139.

No incorporación al contrato

Las disposiciones contenidas en los apartados 1 y 2 del artículo 138 son aplicables también cuando una norma establezca que una cláusula o una expresión del contrato se tienen por no puestas.

Art. 140.

 Nulidad

1. Salvo que la ley establezca otra cosa, el contrato es nulo:

a) cuando sea contrario al orden público, a las buenas costumbres, a una norma imperativa que tenga por objeto la protección del interés general o la salvaguardia de situaciones de importancia social primaria;


b) cuando sea contraria a cualquier otra norma imperativa aplicable;

c) cuando falte alguno de los elementos esenciales a que se refieren los apartados 3 y 4 del artículo 5;

d) en los demás casos previstos en este Código y en las correspondientes disposiciones de la Unión Europea y de los Estados miembros de la misma en cuanto sean de aplicación;

e) en todos los casos en que, en este Código o en la ley aplicable, se establezca la exigencia de un requisito bajo sanción de nulidad, o para que el acto sea válido o cuando  exista una expresión semejante;

2. El apartado 1 de este artículo se aplica también a la cláusula nula de un contrato cuando la parte restante del mismo pueda subsistir, conforme a lo previsto en el artículo 144.

3. En caso de conflicto entre las normas de la Unión Europea y las de sus Estados miembros, prevalecerán éstas últimas cuando sean de utilidad social nacional y, en particular, sean conformes a los principios constitucionales fundamentales relativos a los principios de igualdad, solidaridad social y tutela del ser humano en vigor en cada uno de los Estados.

4. Hay nulidad cuando una prohibición de carácter penal se refiera al contrato como tal, es decir, si sanciona a las dos partes del contrato por su celebración. Es nulo también el contrato celebrado sin la previa autorización administrativa requerida.

5. Si el cumplimiento de un contrato válido se inserta en una actividad ilícita, el contrato no es nulo para la parte que no ha participado en aquella. En consecuencia, esta última puede exigir el cumplimiento de la prestación que le es debida y poner en marcha los remedios previstos en caso de incumplimiento, cumplimiento inexacto o mora.

6. Dejando a salvo lo previsto en el artículo 137 apartado 2 letra d), el contrato en el que falte alguno o algunos de los elementos requeridos no es nulo cuando la ley permita la formación sucesiva del acto, y cuando los elementos ya existentes sean jurídicamente idóneos en función de la producción posterior de otros que lo determinen de manera exhaustiva.

Art. 141.

Efectos de la nulidad

1. Salvo lo previsto en los artículos siguientes, la nulidad determina la ausencia desde el origen de cualquier efecto en el ámbito contractual, con independencia de las obligaciones de restitución previstas en el artículo 160 y de la responsabilidad por daños prevista en el artículo 161.

2. La nulidad se produce por el mero hecho de que concurran sus presupuestos, pero la parte que quiera hacerla valer debe, antes de que transcurra el plazo de prescripción de diez años a contar desde la celebración del contrato, hacer constatar la nulidad mediante la emisión de una declaración dirigida a la otra parte, en la que se contengan las indicaciones necesarias y a la que son aplicables las disposiciones contenidas en los artículos 21 y 36 apartado 2. También puede, dentro del mismo plazo de prescripción, ejercer una acción declarativa de la nulidad del contrato. Sin embargo, con el fin de que las partes puedan alcanzar un acuerdo extrajudicial, no se admitirá ninguna demanda hasta que no transcurran seis (tres) meses desde la recepción de la citada declaración. Si el contrato todavía no ha sido cumplido, la excepción de nulidad prescribe cuando prescribe la acción dirigida a exigir el cumplimiento.

3. Para los casos urgentes, queda a salvo la facultad de solicitar del Juez la adopción de las medidas previstas en el artículo 172.

Art. 142.

 Caducidad


1. Si, con independencia de la voluntad de las partes, se produce la desaparición de un elemento esencial para la validez del contrato como consecuencia de un acontecimiento sobrevenido a su formación, la nulidad del contrato carece de efectos retroactivos.

2. Salvo lo previsto en el apartado anterior, las disposiciones relativas a la nulidad se aplican a la caducidad.

Art. 143.

Confirmación del contrato nulo

1. Los contratos nulos por las causas previstas en el artículo 140, apartado 1, letra a), no son susceptibles de confirmación, de nulidad parcial, de conversión ni de ninguna otra corrección.

2. Los contratos nulos por causas diferentes a las previstas en el apartado 1 de este artículo son susceptibles de confirmación. Ésta tendrá lugar mediante un acto celebrado por las mismas partes mediante el cual, reproduciendo el contrato nulo, eliminen la causa de la nulidad, se comprometan a efectuar las restituciones debidas y a llevar a cabo las prestaciones recíprocas, tal y como hubieran debido efectuarse si el contrato hubiera sido válido desde el principio. Será de aplicación a este acto el artículo 36 apartado 2.

3. Para efectuar la confirmación, las partes pueden actuar conforme a lo previsto en los artículos 12 y siguientes.

4. Las disposiciones del presente artículo son aplicables también a la cláusula nula de un contrato cuando la parte restante del mismo pueda subsistir, conforme a lo previsto en el artículo 144.

Art. 144.

Nulidad parcial

1. Dejando a salvo lo dispuesto en el artículo 143 apartado 1, si la nulidad afecta únicamente a una cláusula o a una parte del contrato, éste sigue siendo válido en la parte restante, siempre que posea una consistencia y una validez autónomas y logre de manera razonable el fin perseguido por las partes.

2. En los contratos coligados o con más de dos partes, si la nulidad afecta a uno solo de los contratos o a la obligación de una sola de las partes, el principio contenido en el apartado 1 del presente artículo se aplica si el contrato nulo o la obligación de una sola de las partes no reviste un alcance esencial en relación con el contenido del negocio en su conjunto.

3. La regla contenida en el apartado 1 del presente artículo no se aplica si del contrato o de las circunstancias se desprende que la voluntad de las partes es otra.

4. La nulidad parcial se produce por el mero hecho de que concurran sus presupuestos; pero la parte que quiera hacerla valer debe dirigir a la otra parte, antes de que transcurra el plazo de prescripción de tres años a contar desde la celebración del contrato, una declaración que contenga las indicaciones necesarias en este sentido, y a la que son aplicables las disposiciones contenidas en los artículos 21 y 36 apartado 2. También puede, dentro del mismo plazo de prescripción, ejercer una acción declarativa de nulidad parcial. Sin embargo, con el fin de que las partes puedan alcanzar un acuerdo extrajudicial, no se admitirá ninguna demanda hasta que no transcurran seis (o tres) meses desde la recepción de la citada declaración. Para los casos urgentes, queda a salvo la facultad de solicitar del Juez la adopción de las medidas previstas en el artículo 172.

5. La nulidad parcial no tiene lugar si, como consecuencia de lo dispuesto en una norma imperativa, o en virtud de la conversión prevista en el artículo 145, la cláusula o parte nula es sustituida por una cláusula o parte diferente.

Art. 145.

Conversión del contrato nulo

1. Con independencia de lo dispuesto en los artículos 40, apartado 2 y 143, apartado 1, el contrato nulo produce los efectos de un contrato distinto y válido cuando existan los elementos de fondo y de forma del mismo que permitan alcanzar de forma razonable el propósito perseguido por las partes.

2. La regla contenida en el apartado 1 de este artículo es aplicable también a una sola cláusula del contrato.

3. La conversión no tiene lugar si del contrato o de las circunstancias resulta ser otra la voluntad de las partes.

4. La conversión se produce por el mero hecho de que concurran sus presupuestos; pero la parte que quiera hacerla valer debe dirigir a la otra parte, antes de que transcurra el plazo de prescripción de tres años a contar desde la celebración del contrato, una declaración que contenga las indicaciones necesarias en este sentido, y a la que son aplicables las disposiciones contenidas en los artículos 21 y 36 apartado 2. También puede, dentro del mismo plazo de prescripción, ejercer una acción declarativa de la conversión. Sin embargo, con el fin de que las partes puedan alcanzar un acuerdo extrajudicial, no se admitirá ninguna demanda hasta que no transcurran seis (o tres) meses desde la recepción de la citada declaración. Para los casos urgentes, queda a salvo la facultad de solicitar del Juez la adopción de las medidas previstas en el artículo 172.

5. Las disposiciones de este artículo se aplican también al contrato anulado. Por lo que se refiere a la ineficacia hay que estar a lo dispuesto en el apartado 5 del artículo 153.

Art. 146.

 Anulabilidad


1. La anulabilidad tiene lugar en los casos a que se refiere el apartado 2 de este artículo y sólo puede ser invocada por la parte a la que la ley concede tal facultad.

2. El contrato es anulable:

a) en el caso de incapacidad de una parte, conforme al artículo 150;

b) en el caso de un vicio de consentimiento, conforme a los artículos 151 y 152;

c) en los supuestos previstos en los artículos 67 y 68;

d) en cualquier otro supuesto expresamente previsto en la ley.

3. Las disposiciones de este artículo se aplican también cuando la causa de anulabilidad afecte a una sola cláusula del contrato o a la obligación de una de las partes de un contrato plurilateral, siempre que una u otra gocen de una consistencia y validez jurídicas autónomas en relación con el contrato en su conjunto.

Art. 147.

Efectos de la anulación
1. La anulación deja sin efectos
 al contrato retroactivamente desde su  celebración, y las dos partes quedan obligadas a  restituirse recíprocamente las prestaciones, conforme a lo dispuesto en el artículo 160.

2. La disposición contenida en el apartado anterior no se aplica si la restitución resulta imposible o excesivamente onerosa para la parte que debe llevarla a cabo. En este caso, la anulación deja sin efectos al contrato desde el momento en que se ha llevado a cabo la declaración prevista en el artículo 148, y resulta de aplicación la regla contenida en el artículo 160 apartado 4.

3. La anulación del contrato obliga a la parte que la haya provocado -en los términos del artículo 162- a la obligación de reparación del perjuicio experimentado por la otra parte, con el alcance previsto en el artículo 6 apartado 4.

Art. 148.

Modalidades y plazo de la anulación

1. Para proceder a la anulación del contrato, la parte legitimada -o su representante legal si es incapaz-  debe dirigir a la otra parte una declaración que contenga las indicaciones necesarias en este sentido, y a la que son aplicables las disposiciones contenidas en los artículos 21 y 36 apartado 2.

2. Con el fin de que las partes puedan alcanzar un acuerdo extrajudicial, no se admitirá ninguna demanda hasta que no transcurran seis (o tres) meses desde la recepción de la citada declaración. Para los casos urgentes, queda a salvo la facultad de solicitar del Juez la adopción de las medidas previstas en el artículo 172.

3. No puede proceder a la anulación la parte que no pueda llevar a cabo la restitución tal y como está prevista en los apartados 1 y 2 del artículo 147, salvo lo establecido en el artículo 150 apartado 4 a favor de los incapaces.

4. La otra parte o cualquier interesado puede interpelar al sujeto legitimado -o a su representante legal si se trata de un incapaz- para que declare, en un plazo no inferior a sesenta días, si pretende o no solicitar la anulación. Se entiende a todos los efectos que el sujeto legitimado o su representante legal renuncia a esta facultad si transcurre el plazo sin contestar al requerimiento. Son aplicables a este requerimiento las disposiciones contenidas en los artículos 21 y 36 apartado 2.

5. La anulación del contrato queda sometida al plazo de prescripción de tres años. Este plazo empieza a correr a partir del día en que cese la incapacidad o la violencia, o bien a partir del día en el que se descubrió el error y, en los demás casos, desde el día de la celebración del contrato. Pero la declaración  de anulación a que se refiere el apartado 1 del presente artículo puede ser emitida y opuesta como excepción por el sujeto al que se le demanda solicitando el cumplimiento del contrato, incluso después del citado plazo de tres años.

Artículo 149.

Conservación y confirmación del contrato anulable

1. La anulación no tiene lugar si, en el plazo indicado en  la declaración de la parte de quien proceda (o en un plazo razonable, si no se ha señalado uno), la otra parte se compromete a proceder al cumplimiento del contrato conforme al contenido y a las modalidades con las que la primera había creído celebrar el contrato, o a efectuar las prestaciones acordadas por las partes dirigidas a asegurar un resultado substancialmente análogo, o aceptable para la parte interesada.

2. El contrato anulable puede ser confirmado, y continuar entonces en vigor a todos los efectos, si el contratante cualificado o su representante legal, declaran, observando la disposición contenida en el apartado 2 del artículo 36, que renuncian a la anulación o cumplen voluntariamente el mismo contrato. La confirmación supone que tal contratante -o, si es incapaz, su representante legal- está en condiciones de celebrar un contrato válido y es además plenamente consciente del motivo de la anulabilidad.

Artículo 150.

 Contrato celebrado por un incapaz

1. En las hipótesis previstas en el artículo 5 apartado 2, el contrato celebrado por:

a) un menor no emancipado;

b) una persona declarada legalmente incapaz sin que en el contrato intervenga el sujeto establecido para su representación o asistencia legal;

c) una persona que, incluso con carácter transitorio, no está en condiciones de querer o comprender;

d) una persona cuyas facultades físicas estén alteradas hasta el punto de impedirle expresar su voluntad, como los sordomudos que no sepan escribir;

es anulable conforme a lo previsto en los artículos 146 y siguientes, salvo que del contrato en cuestión sólo deriven ventajas para el incapaz.

2. El contrato no es anulable si el menor ha ocultado con engaño su edad o si la otra parte tenía buena fe, debido a que las condiciones de enfermedad mental o su estado de incapacitación declarado no resultaban fácilmente apreciables.

3. El contrato celebrado por un incapaz tampoco es anulable, en la hipótesis prevista en el apartado 1 del artículo 5, si ha obtenido las autorizaciones exigidas por su ley nacional, si se trata de uno de los actos usuales de la vida ordinaria que suponen un gasto modesto y son llevados a cabo empleando dinero o medios que proceden de las actividades de trabajo permitidas al incapaz, o bien entregados para que pueda disponer de ellos libremente.

4. Anulado el contrato, el incapaz debe restituir lo recibido, conforme al artículo 161, en la medida en que haya obtenido un beneficio efectivo.

5. Los terceros que han garantizado el contrato celebrado por el incapaz responden del mismo frente a la otra parte, incluso si es anulado, quedando a salvo su derecho de repetir, si procede, contra el incapaz o su representante legal.

Art.151.

 Contrato viciado por un error

1. El error unilateral hace anulable el contrato cuando concurren los siguientes presupuestos:
a) si afecta a un elemento o a un aspecto, económico o jurídico, fundamental del contrato y cuya presencia es determinante para el consentimiento;

b) si ha sido provocado además por una declaración engañosa o por una actitud de reticencia injustificada de la otra parte, o incluso si esta última se ha dado cuenta del error y de su importancia determinante o hubiera debido darse cuenta con una diligencia media.

2. Si la declaración engañosa procede de un tercero, y era conocida por la parte que se ha beneficiado de ella, el contrato es anulable.

3. Si no se dan los presupuestos del apartado 1, el error que no proceda de una negligencia grave de la parte que lo sufre, únicamente le permitirá proceder a la anulación del contrato cuando éste carezca para ella de todo interés y siempre que indemnice a la otra parte del perjuicio sufrido por haber confiado en la validez y en el cumplimiento puntual del contrato.

4. Si únicamente se dan los presupuestos a que se refiere la letra b) del apartado 1, el error no anula el contrato, pero permite a la parte que lo invoca solicitar una modificación de la prestación que le es debida o la reparación del daño sufrido si:

a) se trata de un error de cálculo, salvo que tenga tal entidad que deba considerarse como determinante del consentimiento;

b) o si el error recae sobre un elemento secundario o no tiene un efecto determinante del consentimiento, es decir, si el contrato se hubiera celebrado igualmente pero en otras condiciones.

5. La parte que ha sufrido el error no puede pretender la anulación del contrato si resulta contrario a la buena fe; y si, no obstante, la parte persiste en su pretensión después de la contestación motivada de la otra parte, aquella puede ser condenada, teniendo en cuenta las circunstancias, a pagar a esta última una indemnización equitativa.

6. Las disposiciones contenidas en los apartados anteriores se aplican también cuando el error se produce al efectuar la declaración, o cuando ésta es transmitida de manera inexacta a la otra parte por la persona o la oficina encargadas de hacerlo.

7. El error común: a) sobre circunstancias determinantes, incluso cuando no han sido expresamente mencionadas, que en la convicción de las partes han motivado la celebración del contrato; b) o sobre la imposibilidad objetiva  de ejecución del contrato; c) o la previsión errónea sobre producción de un hecho, incluso no expresamente declarado, pero que en la economía del contrato tiene  una importancia determinante, anulan el contrato de que se trate a iniciativa de cualquiera de las partes.

Art. 152.

Contrato viciado por intimidación

1. Con independencia de lo previsto en el apartado 3 del artículo 30, es anulable el contrato celebrado bajo el efecto determinante de intimidaciones o amenazas graves, suficientes para impresionar a cualquier persona normal, dirigidas a una parte o a sus allegados por la otra parte o incluso por un tercero, pero en este último caso sólo si la parte que no las ha sufrido era consciente y se ha beneficiado de aquéllas.

2. La amenaza de ejercitar un derecho sólo puede ser causa de anulación del contrato cuando haya servido para obtener ventajas injustas.

3. Salvo lo previsto en el artículo 156, el temor reverencial sólo puede ser causa de anulación del contrato cuando, a la vista de las circunstancias, la persona que lo ha provocado era consciente de la influencia determinante que podía producir en la otra parte, y además haya obtenido por ello ventajas injustas.

Art. 153

Ineficacia

1. Un contrato válidamente celebrado es ineficaz -es decir, no produce temporal o definitivamente los efectos jurídicos que pretendía alcanzar- bien por voluntad de las partes o por disposición legal, con arreglo a los apartados siguientes.

2. Es ineficaz por voluntad de las partes:

a) el contrato simulado conforme al art. 155 salvo lo aquí dispuesto;

b) el contrato sometido a condición suspensiva o resolutoria, o a término inicial o final, conforme a los artículos 49 y siguientes;

c) el contrato para cuya eficacia las partes hayan acordado como necesaria la autorización de un organismo público, la aprobación o la cooperación de un tercero o una condición previa semejante, hasta que se produzcan;

3. El contrato ineficaz por voluntad de las partes adquiere eficacia inmediata si las partes de mutuo acuerdo revocan el acuerdo de simulación, o suprimen la condición, o el plazo, o las condiciones previas contenidas en la letra c) del apartado anterior.

4. Es ineficaz por disposición legal, salvo que resulte otra cosa conforme a lo previsto en los apartados 1, 4 y 6 del artículo 140
:

a) el contrato celebrado o la declaración emitida de buena fe sin la consciencia de realizar un acto con efectos jurídicos
; 

b) el contrato para el caso de que la ley prevea como presupuesto de eficacia, y no bajo sanción de nulidad, la emisión de la autorización de un órgano público o la aprobación de un particular u otro requisito semejante, hasta el momento en que tales presupuestos tengan lugar;

c) el contrato en caso de que este Código, o leyes comunitarias o leyes de los Estados miembros de la Unión Europea, declaren que queda sin efecto, o que no produce efecto o cualquier otra expresión con un significado semejante;

5. El contrato que resulte definitivamente ineficaz en virtud de las letras b) y c) del apartado 4 de este artículo es susceptible de confirmación, de ineficacia parcial y de conversión, en los términos previstos respectivamente en los artículos 143, 144 y 145.

6. La ineficacia se produce por el mero hecho de que concurran sus presupuestos; pero en los casos a que se refieren las letras a) y c) del apartado 4 de este artículo, cualquier interesado que quiera hacerla valer debe dirigir una declaración que contenga las indicaciones necesarias y vaya dirigida a quien deba conocerlo, antes de que transcurra el plazo de prescripción de tres años; igualmente puede, antes de que transcurra ese plazo, solicitar una constatación judicial de la ineficacia del contrato. Sin embargo, con el fin de que las partes puedan alcanzar un acuerdo extrajudicial, no se admitirá ninguna demanda hasta que no transcurran seis (o tres) meses desde la recepción de la citada declaración. Para los casos urgentes, queda a salvo la facultad de solicitar del Juez la adopción de las medidas previstas en el artículo 172.

Art. 154

Inoponibilidad

1. Son inoponibles a los terceros o a algunos terceros:

a) el contrato disimulado conforme al art. 155, salvo lo aquí dispuesto;

b) fuera de lo previsto en el artículo 140 apartado 1 letra a), el contrato celebrado contra la prohibición dirigida a proteger a sujetos determinados o sin observar los requisitos de forma o publicidad establecidos en favor de terceros; 

c) el contrato celebrado conscientemente por las dos partes en fraude del acreedor de una de ellas; en este caso, el acreedor puede hacer valer con efecto retroactivo la inoponibilidad mediante la emisión de una declaración de voluntad dirigida a las dos partes antes de que transcurra el plazo de prescripción de tres años;

d) las situaciones y relaciones de hecho subyacentes a los contratos nulos o realizadas para darles cauce;

e) el contrato o el acto para el que el presente Código, o las normas comunitarias o las de los Estados miembros de la Unión Europea que resulten aplicables, establezcan que son inoponibles a los terceros o a sujetos determinados, o cualquier otra expresión semejante;

 2. La inoponiblidad se produce por el mero hecho de que concurran sus presupuestos; pero cualquier interesado que quiera hacerla valer debe dirigir a quien deba constarle, antes de que transcurra el plazo de prescripción de tres años, una declaración que contenga las indicaciones necesarias en este sentido; asimismo puede, dentro del mismo plazo, solicitar una constatación judicial de la inoponibilidad. Sin embargo, con el fin de que las partes puedan alcanzar un acuerdo extrajudicial, no se admitirá ninguna demanda hasta que no transcurran seis (tres) meses desde la recepción de la citada declaración. Para los casos urgentes, queda a salvo la facultad de solicitar del Juez la adopción de las medidas previstas en el artículo 172.

Art. 155.

Simulación y reserva mental

1. Es ineficaz el contrato simulado, es decir, celebrado únicamente en apariencia, salvo que resulte otra cosa conforme a una norma comunitaria o a una norma en vigor en los Estados miembros de la Unión Europea; y si además las partes pretenden celebrar un contrato diferente, disimulado, es este último el que produce efectos, siempre que esté dotado de los elementos necesarios de fondo y de forma y siempre que la simulación no haya sido realizada en fraude de acreedores o de ley; en este caso, son nulos tanto el contrato simulado como el disimulado.

2. Los terceros, además de la facultad de alegar la excepción de inoponibilidad del contrato disimulado, pueden igualmente declarar  su voluntad de hacer valer la inoponibilidad y hacerlo conforme a sus legítimos intereses; no hay límite en cuanto a la prueba que se pretenda realizar con este propósito.

3. Para hacer valer el contrato disimulado, las partes contratantes, después de emitir una declaración con tal fin, que contenga las indicaciones necesarias y a la que le son aplicables las disposiciones contenidas en los artículos 21 y 36 apartado 2, no pueden utilizar entre ellas la prueba de testigos, sino únicamente la documental. Sólo se admitirá la prueba de testigos para demostrar que el contrato disimulado es ilícito o en todo caso nulo.

4. Si una parte emite una declaración no conforme a su voluntad y la dirige a la otra, queda obligado en los términos que el destinatario lo haya podido interpretar de buena fe, salvo que este último conozca la reserva mental; en este caso, la declaración produce para el destinatario y para los terceros los mismos efectos que un acto simulado, conforme a los apartados anteriores.

Sección 2

Remedios

Art. 156

Rescisión por lesión
1.  Sin perjuicio de lo previsto para la usura por las normas comunitarias o vigentes en los Estados miembros de la Unión europea que sean de aplicación, en el supuesto contemplado en el artículo 30.3, la parte que desee rescindir el contrato debe dirigir a la contraparte una declaración con las indicaciones necesarias, a la que se aplican los 21 y 36.2.

2.  Con el fin de que las partes puedan resolver extrajudicialmente la cuestión, no puede interponerse ninguna acción antes de que hayan transcurrido seis (tres) meses desde la recepción de la mencionada declaración, para los casos urgentes, queda a salvo la facultad de solicitar al juez la adopción de las medidas previstas en el artículo 172.

3. La contraparte o cualquier interesado puede interpelar al sujeto legitimado – o  a su representante legal si se trata de un incapaz – para que declare en un plazo no inferior a 60 días si va a proceder o no a la rescisión del contrato. Se entiende a todos los efectos que el sujeto cualificado o su representante legal renuncian a esta facultad si transcurre el plazo sin contestar el requerimiento, al que son aplicables los artículos 21 y 36.2.

4. El derecho a rescindir el contrato queda sometido a un plazo de prescripción de tres años desde la fecha de la conclusión del contrato. Dicho plazo se aplica también a la excepción de “rescindibilidad”. 

5. La intención o, en cualquier caso, el propósito en una de las partes de abusar de la situación de inferioridad o inexperiencia de la contraparte pueden resultar de las circunstancias; no obstante, deben excluirse en el caso de contratos aleatorios y cuando la contraparte ha manifestado la voluntad de pagar una suma superior debido a una afección particular hacia el objeto del contrato, o bien cuando, de las relaciones entre las partes, pueda deducirse que han querido concluir un contrato mixto, a título tanto oneroso como lucrativo.

 6. El contrato rescindible no es susceptible de confirmación, pero la rescisión no se produce si su contenido se rige por la equidad en base al acuerdo de las partes o, a una decisión judicial a instancia de una de ellas. 

Art. 157

Renegociación del contrato
1. Si concurren acontecimientos extraordinarios e imprevisibles, como los indicados en el artículo 97.1, la parte que pretende prevalerse de la facultad prevista en esta norma debe dirigir a la contraparte una declaración con las indicaciones necesarias y precisar, además -bajo pena de nulidad del requerimiento- qué otras condiciones propone para mantener la eficacia del contrato en cuestión.  A esta declaración se aplican los artículos 21 y 36.2.

2. Con el fin de que las partes puedan resolver extrajudicialmente la cuestión, no puede interponerse ninguna acción antes de que hayan transcurrido seis (tres ) meses a contar desde la recepción de la mencionada declaración. Para los casos urgentes, queda a salvo la facultad de solicitar al juez la adopción de las medidas previstas en el artículo 172.

3. Si concurre el supuesto previsto en el apartado 1, la contraparte puede interpelar a la parte cualificada para ejercer la facultad aquí prevista, al objeto de que declare en un plazo no inferior a sesenta días, si pretende o no solicitar la renegociación del contrato. Se entiende a todos los efectos que el sujeto en cuestión renuncia a esta facultad si transcurre el plazo sin contestar el requerimiento.  A dicha declaración se aplican los artículos 21 y 36.2.

4. Si las partes no llegan a un acuerdo en el plazo del apartado 2, el sujeto legitimado debe, en un plazo de caducidad de 60 días, plantear su demanda ante el juez según las reglas procesales aplicables en el lugar en el que el contrato ha sido cumplido. 

5. El juez, tras evaluar las circunstancias y teniendo en cuenta los intereses y solicitudes de las partes, puede, recurriendo eventualmente a prueba pericial, modificar o resolver el contrato en su conjunto o en su parte incumplida, y, si procede y ha sido solicitado, ordenar las restituciones y condenar a la reparación del daño.

Art.158

Confirmación o denegación judicial de la resolución
1. Las declaraciones de los apartados 1 y 2 del artículo 114 pueden dirigirse igualmente a la contraparte mediante la interposición de una demanda judicial, en la que pueden reclamarse también las restituciones, daños y perjuicios.

2. Con el fin de que las partes puedan resolver extrajudicialmente la cuestión, y al margen del supuesto contemplado en el apartado anterior, no podrá interponerse ninguna acción antes de que hayan transcurrido seis (tres) meses a contar desde la recepción de las declaraciones indicadas en los apartados 1 y 2 del artículo 114. Para los casos urgentes, queda a salvo la facultad de solicitar al juez la adopción de las medidas previstas en el artículo 172.

3. Si el derecho a resolver el contrato se somete a la consideración del juez, éste puede ejercer las facultades de apreciación y decisión previstas en los artículos 92 y ss.  En particular el juez:


a) puede confirmar  sin más la resolución planteada conforme a la declaración del acreedor y además condenar a las restituciones, daños y perjuicios conforme a lo previsto en los artículos 162 y ss;

b) puede denegar la resolución del contrato, si no se dan las condiciones para ello conforme a las normas del Título VIII, declarando, si procede, que el deudor está en condiciones de cumplir el contrato y que el acreedor debe aceptarlo.

c) puede conceder al deudor, conforme a las normas aquí arriba indicadas,  una prórroga del plazo de cumplimiento, o un fraccionamiento, o la posibilidad de eliminar en un plazo razonable los defectos de la cosa entregada, o de demoler y devolver a su estado originario lo que ha hecho y que no debía hacer, o de entregar una cosa o efectuar una prestación diferente, o de sustituir las cosas o los materiales empleados, o de reparar los daños ocasionados, o de enviar técnicos que aseguren un buen funcionamiento de la cosa entregada, y de otorgar al deudor otros beneficios, así como efectuar las evaluaciones previstas en las normas arriba indicadas; y declarar también que el contrato se considera resuelto sólo si el deudor no se prevale de los beneficios mencionados en el plazo que le ha sido fijado, o se prevale de ellos de manera inadecuada, dejando a salvo, en todos los supuestos mencionados, la condena a la reparación del perjuicio.

d) además, tras evaluar todas las circunstancias, teniendo en cuenta las causas del incumplimiento y los intereses de las partes, aplicando el principio de la buena fe, puede: declarar la resolución únicamente de modo parcial o precisando que el deudor no está obligado a indemnizar, o condenar al deudor a la reparación de los daños sin declarar resuelto el contrato en interés del acreedor.

Art. 159

Resolución efectuada por un consumidor
1. En el supuesto previsto por el artículo 9, el consumidor insatisfecho o que ha cambiado de opinión tiene derecho a resolver el contrato o su oferta contractual, enviando a la contraparte, o al sujeto que ha negociado, una declaración escrita en la que se limite a indicar su intención de desistir del contrato o de su oferta.

2.  La mencionada declaración, a la que se aplica el artículo 21, debe enviarse en la forma y en los plazos previstos por las disposiciones comunitarias, en función de si el consumidor ha sido, o no, plena y exactamente informado de su derecho a desistir.  Estos plazos comienzan a contarse a partir de las fechas indicadas por las disposiciones en cuestión.

3. Cuando la declaración a que se refiere el apartado primero de este artículo se conoce o se reputa conocida por su destinatario, las partes se liberan de sus respectivas obligaciones, a excepción de lo que prevé el apartado 4 del presente artículo, dejando a salvo el derecho del consumidor a que se le indemnice el perjuicio que la cosa entregada le ha ocasionado conforme a los artículos 162 y siguientes.  Esta disposición no impide la aplicación de ninguna de las disposiciones comunitarias, ni de las vigentes en los Estados miembros de la Unión europea, que impongan sanciones específicas al comerciante que no ha informado plena y exactamente al consumidor de su derecho a desistir.

4. El consumidor debe restituir a la contraparte las cosas que le han sido entregadas en cumplimiento del contrato resuelto, conforme disponen las citadas disposiciones comunitarias. En los plazos y del modo previstos por estas últimas, la contraparte debe restituir al consumidor las cantidades que éste ha pagado. 

5. El consumidor no puede renunciar a su derecho a resolver el contrato o su oferta contractual, y cualquier pacto contrario a las disposiciones que figuran en el presente artículo y en el artículo 9 es nulo conforme al apartado
 1. a) del artículo 140.

Art. 160

Restitución
1. Al margen de lo previsto en el apartado 9, las partes a cuyo favor se hayan realizado prestaciones en relación con un contrato inexistente, nulo, anulado, ineficaz, resuelto o rescindido están obligadas a restituirse recíprocamente lo que han recibido, como prevé este artículo. Pueden negarse a la restitución si la contraparte no ha adoptado medidas en este sentido o no ha ofrecido hacerlo.

2. La solicitud de restitución debe efectuarse enviando a la contraparte legitimada una declaración que contenga las indicaciones necesarias, a la que se aplican los artículos 21 y 36.2.   Pero, con el fin de dar posibilidad a las partes de resolver extrajudicialmente la cuestión, ninguna acción debe interponerse antes de que hayan transcurrido seis (tres) meses desde la recepción de la mencionada declaración.  Para los casos urgentes, queda a salvo la facultad de solicitar al juez la adopción de las medidas previstas en el artículo 172.

3. En principio la restitución debe efectuarse en forma específica, a menos que sea material o jurídicamente imposible o excesivamente onerosa para el sujeto que debe realizarla, o bien cuando, teniendo en cuenta el interés de la contraparte, no es beneficioso para ésta a la vista del estado de conservación de la cosa objeto de la restitución.  En situaciones similares a las descritas, la restitución debe efectuarse pagando a la contraparte una suma de dinero razonablemente equivalente, cuya cuantía, en defecto de acuerdo entre las partes, será fijado por el juez como deuda de valor, conservándose la posibilidad de proceder a un cálculo equitativo compensatorio de las restituciones que recíprocamente se deben las partes.

4. El sujeto que tiene derecho a la restitución, aun siendo posible en forma específica, puede optar entre ésta y una suma de dinero, fijada conforme establece el apartado 3º, a menos que la primera opción sea contraria a la buena fe. 

5. Si se trata de restituir una suma de dinero, deben añadirse los intereses, y, cuando proceda, una suma suplementaria en concepto de la actualización: a contar desde el día en que la prestación en dinero ha tenido lugar si quien la ha recibido procedía de mala fe y, a contar desde que la restitución ha sido solicitada, si estaba de buena fe.   Si se trata de la restitución de una cosa, se deberá una cantidad de dinero por su uso y depreciación  -a la que hay que añadir los intereses y, cuando proceda, la actualización- suma que, en defecto de acuerdo entre las partes, fijará el juez.

6. Los intereses se deben conforme dispone el artículo 169.3.  El cálculo de la actualización se efectuará como prevé el artículo 169.4.

7. Si la prestación cumplida en plazo consistía en una actividad lícita realizada en provecho de la contraparte, el prestador del servicio tiene derecho a una remuneración equitativa, que, en ausencia de acuerdo entre las partes, fijará el juez; queda a salvo la posibilidad de proceder a un cálculo compensatorio en la forma prevista en el apartado 3 in fine de este mismo artículo.

8. El incapaz debe restituir la prestación efectuada en su favor dentro de los límites previstos en el artículo 150.4.

9. No tienen derecho a las restituciones previstas en este artículo quienes hayan realizado prestaciones en cumplimiento de contratos que constituyen delitos que originen diligencias penales o contrarios a las buenas costumbres o al orden público – pero no en el caso de ser contrarios al orden público económico - ni, tampoco, la parte que ha efectuado una prestación que, tanto en sí misma considerada, como en atención al fin que persigue, presenta los mismos caracteres.  Esta norma no se aplica a las prestaciones efectuadas por el incapaz, que desconoce sin culpa alguna haber cometido un acto inmoral o que presenta los mencionados caracteres, o a las que haya realizado bajo coacción. Quedan a salvo las disposiciones comunitarias, o de los Estados miembros de la Unión Europea, que dispongan en casos similares la confiscación de las mencionadas prestaciones.

Art. 161

Protección de terceros

1. En todos los supuestos de inexistencia, nulidad, anulación, ineficacia, inoponibilidad, rescisión, resolución, cada parte es responsable de los daños que, a causa de su comportamiento, sufran los terceros por haber confiado de buena fe en la apariencia del contrato, si el acto en cuestión ha tenido un efecto diferente o ningún efecto.

2.- La reparación del daño se regula por los artículos 162 y ss., en cuanto sean compatibles.

Art. 162

Requisitos de la responsabilidad contractual

1. En caso de incumplimiento, de cumplimiento inexacto o de mora, el deudor está obligado a reparar los daños que, razonablemente, deban considerarse consecuencia de ello.  Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3 de este artículo, el deudor se libera de la responsabilidad si demuestra que el incumplimiento, el cumplimiento inexacto o la mora, no son atribuibles a su conducta, sino que se deben a una causa (extraña) imprevisible e irresistible. 

2. El principio que figura en el apartado 1 se aplica a cualquier otro hecho o situación que se estime fuente de responsabilidad por daños conforme a las reglas del presente Código.

3. En los casos previstos en la primera parte del apartado tercero del artículo 75, el deudor se libera de la responsabilidad por daños si demuestra haber adoptado la diligencia apropiada en la situación concreta como se indica en la mencionada disposición, y aporta las pruebas exigidas en el artículo 94.3.  Si el deudor de una prestación profesional ha actuado, para cumplirla – con el consentimiento informado de quien ha sufrido el perjuicio, o de sus parientes, o de quien se ha encargado de su representación o asistencia legal – en un ámbito en el que la experimentación científica no ha alcanzado todavía resultados consolidados, sólo responde por culpa grave.

4. A menos que el deudor haya actuado por dolo o culpa, debe responder del daño que – en atención al texto del contrato, a las circunstancias, a la buena fe y a los usos- debe razonablemente considerarse asumido implícitamente por él – en cuanto persona normalmente informada- en el momento de celebración del contrato.

5. Salvo pacto en otro sentido, el deudor es responsable conforme al apartado 1º de este artículo  incluso si ha recurrido, para el cumplimiento del contrato, a auxiliares o a terceros, dejando a salvo el derecho de repetir, si procede, contra estos últimos.

6. Salvo pacto en contra, en caso de incumplimiento, de cumplimiento inexacto o de mora relativos a un contrato que implique a una pluralidad de deudores, se aplica para la reparación del daño consiguiente lo previsto en el artículo 88. 

7. Debe probarse la existencia del daño, y verificarse su alcance, o bien debe ser cuantificable como prevé el artículo 168.1.

Art. 163

Daño patrimonial resarcible

1. El daño patrimonial resarcible comprende:

a) tanto la pérdida sufrida, 

b) como el lucro cesante, que el acreedor podía razonablemente esperar, según el curso ordinario de las cosas y teniendo en cuenta las circunstancias particulares y las medidas que haya adoptado.  Forma parte del lucro cesante la pérdida de la oportunidad de ganancia que puede considerarse -con certeza razonable- ocasionada y que debe evaluarse en función del momento del incumplimiento o de la mora. 

2. El daño patrimonial indirecto, sufrido por cualquier titular de un derecho de crédito contra la víctima del daño, sólo es reparable en caso de fallecimiento o de lesiones graves de éste último.  

Art. 164

Daño moral resarcible

1. El daño moral es resarcible:

a) en caso de grave perturbación psíquica de los sentimientos de afección, provocado por lesiones físicas o por atentados al patrimonio moral, incluso de una persona jurídica, o a la memoria de un cónyuge difunto;

b) en caso de padecimientos físicos que condicionan sufrimientos corporales, aunque no se acompañen de alteraciones patológicas, orgánicas o funcionales;

c) en los daños a la salud y en los demás casos indicados por las disposiciones aplicables.

2. El daño moral indirecto sólo es reparable si lo padecen los próximos o el cónyuge
 de la víctima.

Art. 165

Daño futuro y eventual

1. El daño futuro es resarcible y cuantificable conforme establece el artículo 168.1 si existe la certeza razonable de que el incumplimiento o el retraso no han agotado su eficacia causal, a menos que la víctima del daño se reserve la posibilidad de exigir su reparación, de manera separada, después de que éste se haya producido.

2. El daño eventual, del que se teme que pueda verosímilmente producirse en el futuro, no da lugar a reparación antes de que se haya producido, pero el juez puede adoptar las medidas cautelares dispuestas en el artículo 172. 

Art. 166

Función y modalidades de la reparación

1. Dejando a salvo las matizaciones establecidas en las disposiciones siguientes, la reparación debe cumplir, en general, su función específica tendente a eliminar las consecuencias dañosas del incumplimiento, del cumplimiento inexacto, de la mora, o de otras situaciones en relación con las cuales hay obligación de indemnizar conforme a las normas de este Código: y esto debe hacerse en general, creando el estado fáctico que existiría si tales situaciones no se hubieran producido.

2. Así, y si es posible, la reparación debe efectuarse mediante el cumplimiento o la restitución en forma específica, completadas, si es necesario, por una indemnización en dinero.  Si, no obstante, esto no es posible en todo o en parte, o es excesivamente gravoso para el deudor, atendiendo el interés del acreedor, y en todo caso si éste lo reclama, la reparación debe efectuarse mediante el pago de la correspondiente cantidad de dinero.

3. En particular, si no se ha dispuesto otra cosa en otra norma de este Código o si la situación concreta no exige necesariamente una solución diferente, la reparación debe estar en condiciones de procurar al acreedor, o en los casos previstos, a un tercero:

a) la satisfacción de su interés (positivo) en que el contrato fuera puntual y exactamente cumplido, teniendo igualmente en cuenta los gastos y costes que ha debido afrontar y que habrían sido compensados por su cumplimiento, cuando el daño proviene del incumplimiento, de cumplimiento inexacto o de la mora. 

b) la satisfacción de su interés (negativo) en que el contrato no se hubiera concluido o que la negociación no hubiera tenido lugar, en los otros casos, y en particular si el daño proviene de la inexistencia, de la nulidad, de la anulación, de la ineficacia, de la rescisión, de la incompleta perfección del contrato y en casos similares.

4. La cuantía de los daños y perjuicios debe, sin embargo, calcularse teniendo en cuenta los beneficios que el deudor, en relación con el contrato, ha procurado -sin recibir contraprestación alguna- al acreedor, y a los cuales este último no puede ni pretende renunciar.

5. Quedan a salvo las reglas de este Código que, en supuestos concretos, prevean modalidades particulares para la reparación del daño. 

Art. 167

Conducta del acreedor

1. No debe repararse el daño que no se hubiera producido si el acreedor hubiera adoptado las medidas necesarias de su incumbencia antes de que aquél se produjera.

2. No es indemnizable  el agravamiento del daño que el acreedor, adoptando las medidas necesarias, hubiera podido impedir después de haberse producido el daño.

3. Si una acción o una omisión del acreedor concurre en la producción del daño, la indemnización se reduce en función de las consecuencias que de la misma se han derivado.

4. El hecho de que el deudor no haya sido advertido por el acreedor de riesgos particulares por él conocidos, o que hubiera debido conocer, y que el cumplimiento hubiera comportado ( podía suponer) , se aprecia conforme al apartado anterior.

Art. 168

Evaluación equitativa del daño

1. Si la existencia del daño ha sido acreditada o no se discute, pero la determinación de su cuantía concreta es imposible o excepcionalmente difícil, incluso recurriendo a expertos, se admite una evaluación equitativa del mismo, que deberá efectuarse sobre la base de pruebas parciales y de elementos fidedignos suministrados por las partes, teniendo en cuenta todas las circunstancias del caso concreto, conforme al método de la presunción, aplicado con un criterio particularmente prudente de probabilidad y de verosimilitud. 

2. Teniendo en cuenta el comportamiento, el interés y las condiciones económicas del acreedor, el juez puede, conforme al principio de equidad, limitar la cuantía de los daños y perjuicios:

a) si la reparación integral es desproporcionada y origina para el deudor consecuencias manifiestamente insostenibles, a la vista de su situación económica, y siempre que el incumplimiento, el cumplimiento inexacto o la mora no dependan de su mala fe;

b) en caso de culpa leve del deudor, especialmente en los contratos en los que no se ha probado que haya mediado en su favor retribución alguna por la prestación que él debe.

Art. 169

La reparación en las obligaciones pecuniarias

1. Salvo lo dispuesto en normas propias del ámbito mercantil y de la fianza, el deudor, en caso de incumplimiento, cumplimiento inexacto o mora de obligaciones pecuniarias, está obligado a la reparación en favor del acreedor sin que éste deba probar la existencia de un daño, no pudiendo invocar la circunstancia exoneratoria  que figura en el artículo 162, apartado 1.

2. Esta reparación consiste en el pago de los intereses, que se deben en la medida que figura en el apartado 3 de este artículo, incrementados, si procede, por una suma en concepto de actualización conforme al artículo 86, apartado 5.

3. Salvo acuerdo en otro sentido, los intereses se deben conforme a los tipos oficiales publicados periódicamente por el Banco Central Europeo, que ha de referirse a los intereses debidos a los particulares y a los empresarios respectivamente al rendimiento medio y al coste medio del dinero.

4. Salvo acuerdo en otro sentido, el cálculo de la actualización debe efectuarse sobre la base de la tabla más reciente del « índice de precios al consumo armonizado» publicada periódicamente por Eurostat.

5. Las sumas de dinero contempladas en los apartados anteriores generan a su vez intereses suplementarios y susceptibles de actualización conforme a los mismos criterios. 

6. Queda a salvo cualquier acuerdo en otro sentido. 

Art. 170

Cláusula penal

1. A excepción de lo previsto en el apartado 5, si las partes al celebrar el contrato han convenido en una cláusula penal que, en caso de incumplimiento, cumplimiento inexacto o mora, el deudor debe una prestación determinada, ésta constituye la indemnización debida por el deudor cuando se produzcan las mencionadas situaciones, y ello es así siempre, excepto cuando la posibilidad de reparar el daño ulterior no haya sido pactada.

2. La prestación a que se refiere el apartado anterior se debe sin necesidad de que el acreedor deba probar ni la existencia del daño, ni su cuantía. 

3. El acreedor sólo puede demandar al mismo tiempo el cumplimiento y la pena cuando ésta sólo ha sido pactada para la mora.

4. El juez puede disminuir equitativamente la pena, si el deudor ha realizado y el acreedor no ha rechazado un cumplimiento parcial o si la cuantía de la pena es manifiestamente excesiva, teniendo en cuenta, en todo caso, el interés que el acreedor tenía en el cumplimiento.

5. En los contratos en los que interviene un consumidor las cláusulas penales a su cargo establecidas en las condiciones generales del contrato son siempre ineficaces.

Art. 171

Ejercicio y acumulación de remedios

1. El acreedor víctima de un daño tiene derecho a hacer constatar en juicio o en arbitraje la existencia y la cuantía del daño reparable que ha sufrido, abstracción hecha de que sea posible u oportuno obtener su reparación, a condición de que esto persiga fines lícitos. Deben considerarse tales la perspectiva de poder prevalerse de tal verificación conforme al artículo 132, y de obtener un elemento para la evaluación de su patrimonio, no sólo a efectos fiscales.

2. No sólo en el supuesto que figura en el artículo 165. apartado 1 puede el acreedor víctima de un daño pedir que se constate únicamente la existencia del daño, reservándose la determinación de su cuantía para una evaluación posterior en juicio o arbitraje. 

3. Además del supuesto de integración previsto para la reparación en forma específica  en el artículo 166. apartado 2, los diferentes remedios son acumulables para permitir que la reparación cumpla plenamente su función, a condición de que de la acumulación no se derive para la víctima del daño un beneficio que sobrepase el perjuicio sufrido o para el deudor una situación que le sea insostenible.

Art. 172

Medidas cautelares y asuntos sumarios

1. En los supuestos expresamente previstos por este Código y en todos los demás en los que el derecho o las legítimas expectativas de la parte no responsable estén amenazadas o a punto de estarlo, o comprometido o impedido su ejercicio, por acciones, omisiones o hechos que le  afectan y que ya se han producido y o que es razonablemente previsible pensar que se produzcan, el juez puede, a requerimiento de esta misma parte, adoptar las medidas siguientes, susceptibles de ejecución forzosa, en base a las normas procesales del lugar donde las mismas se toman:

a) una inhibición, por la que ordena a la contraparte cesar en la acción o  abstenerse de omisiones ya realizadas o temidas; si procede, le impone que preste también una garantía adecuada a los daños ya producidos o que se teme que se produzcan; fija, además, un plazo para que se cumpla su decisión; puede incluso hacer depender, si es necesario, el cumplimiento de su decisión a la prestación de una garantía por parte del requirente. 

b)una conminación, por la que ordena a la contraparte el cumplimiento in natura de una prestación de dar o de hacer; si procede puede imponer a ésta última que preste también una garantía adecuada a los daños producidos o que se teme que vayan a producirse; fija, además un plazo para que se cumpla su decisión; incluso puede hacer depender, si es necesario, el cumplimiento de su decisión a la prestación de una garantía por parte del requirente.

2. Dejando a salvo el cumplimiento de las disposiciones comunitarias y nacionales aplicables, el requerimiento debe dirigirse al juez competente para adoptar las medidas de urgencia  en el lugar en el que la inhibición o la conminación deba ser ejecutada.

Art. 173

Arbitraje

1. Aparte de lo previsto en el apartado 4 de este artículo, cuando este Código prevea la intervención del juez, cualquiera de las partes puede recurrir al procedimiento arbitral, confiado a tres árbitros, tal y como se regula en el presente artículo; en cuanto a los gastos son aplicables las normas vigentes en el lugar en el que el procedimiento en cuestión se desarrolla.

2. Aparte de lo dispuesto por las normas comunitarias o nacionales que sean de aplicación, y en defecto de acuerdo de las partes en otro sentido, el procedimiento arbitral se desarrollará en el lugar o sede del juez al que, de otro modo, debería someterse la controversia , y para incoarlo la parte que toma la iniciativa debe enviar a la contraparte una declaración conteniendo las indicaciones necesarias, en la que precise que pretende someter la controversia - ya suscitada como previenen las respectivas normas- al procedimiento en cuestión, designe además su arbitro e invite a la contraparte a designar su propio arbitro en una declaración que ha de enviar a la primera en un plazo no inferior a treinta días.   Si ésta última no procede a la designación en dicho plazo, la primera puede pedir al juez competente que provea a la designación del árbitro que corresponde a la contraparte sobre la base de la ley del Estado miembro de la Unión Europea en la cual este procedimiento arbitral debe desarrollarse.  En defecto de disposiciones específicas aplicables, esta solicitud puede dirigirse al presidente del tribunal de segunda instancia del lugar en el que el procedimiento arbitral deba desarrollarse.  El tercer árbitro se designará por acuerdo de los dos árbitros ya nombrados, o, en defecto de acuerdo, por los árbitros mencionados o por una de las partes.  A las declaraciones contempladas en este apartado se aplican las disposiciones de los artículos 21 y 36.2.

3. Si el intento de conciliación de las partes fracasa, la controversia debe resolverse, salvo acuerdo en otro sentido de las partes, sobre la base de las normas de este Código y otras normas que sean aplicables, por un laudo acordado por la mayoría de los árbitros y debe emitirse por escrito en un plazo de seis meses desde la designación del último árbitro.  El laudo produce los efectos que establece el artículo 42 y permite obtener del juez, a partir de su emisión, una de las medidas previstas en el artículo 172. 

4. El presente artículo no se aplica:

a) si, en base a normas imperativas, la controversia no puede someterse a arbitraje.


b) si se trata, no de resolver una controversia, sino de pronunciar una inhibición o una conminación, de fijar o prorrogar un plazo, autorizar un depósito, o de adoptar decisiones similares, casos para los cuales se aplica el artículo 172. 

c) si se excluye el procedimiento arbitral en el contrato, o se prevé un procedimiento arbitral distinto.

d) cuando la controversia se ha sometido ya al juez.

� El presente trabajo se enmarca en el Proyecto BJU2000-1021, del Ministerio de Educación y Ciencia, dirigido por el Prof. Gabriel GARCÍA CANTERO, bajo el título Ante la unificación europea del Derecho contractual: Incidencia en España del Anteproyecto del Grupo de Pavía.


� Los dos Proyectos aparecen mencionados  en la Comunicación de 11 julio 2001, de la Comisión de las Comunidades Europeas al Consejo y al Parlamento Europeos.


�  En el vol. colectivo de DÍEZ-PICAZO, Encarna ROCA,  y MORALES, Los principios del derecho europeo de contratos (Madrid 2002) p. 86, puede leerse: “Esta misma tendencia ha sido seguida por el denominado Grupo de Pavía que, encabezado por el Profesor Gandolfi, ha concluído de elaborar recientemente,un Código europeo de obligaciones”. La frase entrecomillada no puede tomarse literalmente, pues resulta inexacta. Más aún, fue una cuestión que se aclaró desde los primeros tiempos en que comenzó a trabajar el Grupo, dado que el concepto continental de obligación no se conoce en derecho inglés. Pueden verse las afirmaciones categóricas emitidas a este respecto por CANARIS, Lord WOOLF y STEIN en la Parte introductoria del Code Européen des contrats, Avant-projet. Livre I (Milano 2000), p.XXIX y ss.; GANDOLFI, Verso il tramonto del concetto di “obliggazione” nella prospettiva di un codice unico per l’Europa?, RDC, 1995,II, p. 203 ss.


� Lo subrayan DÍEZ-PICAZO, Encarna ROCA y MORALES, op. cit. p. 80, poniendo de relieve que el Proyecto Lando está redactado y publicado en lengua inglesa, no siendo más que una traducción la versión francesa.


� H. McGREGOR, Contract Code (Drawn up on behalf of the english law Commission), (Milano 1993).


�  En la preparación de la Parte General de los contratos se han redactado  y remitido a los Académicos,  hasta cinco cuestionarios elaborados por el Coordinador, en la forma indicada en el texto.


� Debo hacer constar, en honor a la verdad, que aunque el nombre de cada autor aparece en esta traducción al frente del capítulo cuya versión se le ha encomendado, y ha llevado a cabo, en realidad la aprobación de  todo el Equipo ha recaído sobre la traducción final del Proyecto en su totalidad.


� La bibliografía recaída sobre el Proyecto de Pavía es ya considerable, en cantidad y calidad. Séame permitido seleccionar la siguiente:


	BRANCACCIO, Relazione al Convegno sul “Futuro Codice europeo dei contratti”, GC. 1991, p. 371 ss.


	CORDINI, Il Convegno di Pavia sulla codificazione europea in tema di obbligazioni e contratti , Q, 1991, p. 661 ss.


	GANDOLFI, Per un Codice europeo dei contratti, RTDP, 1991, p. 781 ss.


	FERRI, Considerazioni intorno all’ipotesis di un progetto di codice europeo dei contratti, Q, 1991, p.366 ss.


	RUFFINI GANDOLFI, Una codificazione europea sui contratti: Prospettive e problemi, RDCDO, 1991, p. 659 ss.º


	STURM, Bemühungen um ein einhetliches europäisches Vertragsrechts, JZ, 1991, p. 555 ss.


	POSCH, Konferenz zu einer europaäischen Kodifikation der Vertragrechts NJ, 1991, p. 70 ss.


	DE LOS MOZOS, “Convegno di Pavía” sobre la futura Codificación Europea de Obligaciones y Contratos, RDP, 1991, p. 694 ss.


	VIGNERON, L’unification du droit privé européen, JT, 1991, p. 15 ss.


	GAGGERO, Il Convegno di Pavia sulla futura codificazione europea in tema di obbligazioni e contratti, GI, 1992, c. 44 ss. (reproduce las comunicaciones al Congreso realizadas por Posch, Stein, Sturm, Tallon y Vigneron).


	GANDOLFI, Pour un Code européen des contrats, RTDC, 1992, p. 707 ss.


	STEIN (a cura di):  Incontro di studio su “il futuro Codice europeo dei contratti”(Pavia 20-21 ottobre 1990) (Milano 1993). Recopilación muy completa de trabajos sobre el Congreso de Pavía, clasificados bajo los epígrafes de Ponencias y Comunicaciones, Comentarios y Crónicas. También incluye un breve desarrollo del Congreso.


	DE LOS MOZOS, Il Codice italiano come “modello” per la  codificazione europea, FP, 1992,p. 46 ss.


	MAYER-MALY, Unificazione normativa e possibili tappe, id. id. p. 51.


	WHINCUP, Prospettive per i paesi di “common law”id. id. p. 51 ss.


	WIEACKER, Struttura e contenuti del futuro codice europeo, id. id. p. 55 s.


	McGREGOR, op. cit. Hay trad. española y Nota preliminar por DE LA CUESTA SÁENZ y VATTIER FUENZALIDA, y Proemio de DE LOS MOZOS,  (Barcelona 1997).


	GANDOLFI, L’unificazione del diritto dei contratti in Europa:  mediante o senza una 


legge? RDC,1993,p149.


	TUNC, L’unification du droit des contrats en Europe, avec ou sans loi?, RIDC, 1993, p. 877 ss..


	CORDINI, La redazione di un codice europeo dei contratti nel progetto internazionale dei giuristi del “gruppo di Pavía”, RTDP, 1994, p. 327 ss.


	VATTIER FUENZALIDA, Para la unificación internacional del Derecho de Obligaciones en la Comunidad Europea. Jornadas sobre la unificación del Derecho de obligaciones y contratos en el ámbito de la Comunidad Europea, Cáceres 1993-1994 (1995), p. 19 ss.


	DE LOS MOZOS, La noción de contrato, en id. Id., p. 51 ss.


	GANDOLFI, Verso il tramonto del concetto di “obligazzione”nella prospettiva di un codice unico per l’Europa?, RDC, 1995, II, p. 203 ss.


	GAGGERO, Il progetto di un codice europeo dei contratti: l’attività del gruppo di lavoro pavese, RDC, 1997,II, p.p.113 ss.


	GANDOLFI, La “condizione” nel progetto pavese di un codice europeo dei contratti, RDC, 1998,II, p.287 ss.	


�  Cfr. CARBONNIER, Reflexions marginales, en el vol. Code européen des contrats, etc. op. cit. p. XIV.


� Como se indica en la introducción, la traducción española se ha encomendado a cada uno de los miembros del Equipo investigador, en la forma que se advierte en el lugar correspondiente, por lo cual éstos se responsabilizan de ella. Pero, como también se ha dicho, todo el Equipo ha debatido dicha traducción, por lo cual ésta resulta ser obra colectiva. 


� Traducción debida a Gabriel GARCÍA CANTERO, Catedrático de Derecho Civil, Emérito de la Universidad de Zaragoza.


�  El texto francés dice:  à travers des actes concluants actifs ou omissifs, si bien se prefiere una traducción no literal por elegancia del lenguaje (la expresión actos activos resulta dura al oído).


�  La traducción de esta sección se debe a Gabriel GARCÍA CANTERO.


�  Se respeta la traducción literal del texto francés tractations precontractuelles, aunque en la doctrina española se utiliza habitualmente la de tratos preliminares, expresión que, sin embargo, se empleará habitualmente en la traducción de los preceptos sucesivos.


� Esta sección 2, arts. 11 a 24, la ha traducido Carlos LALANA DEL CASTILLO, Profesor  Titular de Derecho Civil de la Universidad de Zaragoza.


 1 Traducción a cargo de Marta SALANOVA VILLANUEVA, Profesora Asociada de Derecho Civil de la Universidad de Zaragoza.


� Traducción a cargo de Marta SALANOVA VILLANUEVA, Profesora Asociada de Derecho Civil de la Universidad de Zaragoza.


� Traducción a cargo de Marta SALANOVA VILLANUEVA, Profesora Asociada de Derecho Civil de la Universidad de Zaragoza.


* Los artículos comprendidos en las secciones 1 y 2 del Título VI (arts. 42 a 59) han sido traducidos por Silvia GASPAR LERA, Profesora Titular de Derecho Civil de la Universidad de Zaragoza.


� Conviene poner de relieve que en la versión francesa del Código se utiliza la expresión fruits indivisibles que, sin embargo, no cabe traducir literalmente -frutos indivisibles- sino en el sentido indicado en el texto -frutos pendientes-, lo que se deduce de una lectura sistemática del precepto considerado.


� En la versión francesa del Código, el apartado tercero del artículo 59 establece textualmente que les dispositions contenues dans les alinéas précédents s'appliquent également dans les contrats stipulés en faveur des tiers eu égard au tiers. Parece que en el inciso final del apartado transcrito, concretamente entre las expresiones en faveur des tiers y eu égard au tiers, falta la conjunción ou  sin la que el texto considerado carece de sentido.


� Traducción a cargo de Sergio CÁMARA LAPUENTE, Profesor Titular de Derecho Civil de la Universidad de La Rioja.


� El texto original, anfibológicamente, emplea  la palabra "pouvoir".


� El texto original, literalmente, emplea la perífrasis "susceptible de ser anulado".


� Idem, nota anterior.


� Una traducción más apegada al orden del texto original francés sería: "Cuando la buena o mala fe, el conocimiento o la ignorancia de ciertas circunstancias sea determinante, la concurrencia de estos elementos se examinará en la persona del representante, salvo (...)".


� En el texto original,  "collaborateurs".


� El texto original, literalmente viene a decir: "una persona encargada de los ingresos [l'encaissement]".


� Traducción debida a Sofía DE SALAS MURILLO, Profesora Titular de Derecho Civil de la Universidad de Zaragoza.


�Artículos 89 a 96, traducidos por Mª Victoria MAYOR DEL HOYO, Profesora Ayudante de Derecho Civil de la Universidad de Zaragoza.


Artículos 97 a 102, traducidos por Marina PÉREZ MONGE, Profesora Asociada de Derecho Civil de la Universidad de Zaragoza.


�Se ha realizado una traducción libre, intentando recoger el contenido del precepto.


�El epígrafe del precepto únicamente se refiere al apartado 1.


�Esta Sección ha sido traducida por Marina PÉREZ MONGE, Profesora Asociada de Derecho Civil de la Universidad de Zaragoza.


�Parece que se trata de un error mecanográfico. En el texto francés consta ou, pero se ajusta mejor al sentido del precepto entender où.


�Tras consultar el Código civil italiano de 1942, el actual Código civil francés, parece que la traducción más adecuada del término sommation es "requerimiento".


* La traducción de esta sección es obra de Aurora LOPEZ AZCONA, Profesora Asociada de Derecho Civil de la Universidad de Zaragoza.   


� Puede entenderse como equivalente a la presunción iuris tantum.


� Traducción debida a José Antonio SERRANO GARCÍA, Profesor Titular de Derecho Civil de la Universidad de Zaragoza.


� Arts. 128-136, traducidos por Isaac TENA PIAZUELO, Profesor Titular de Derecho Civil de la Universidad de Zaragoza.


�  El sentido del precepto lleva a pensar que se trata de un catálogo abierto, no de un numerus clausus, de supuestos de ineficacia.


� Parece más conveniente suprimir la referencia que en la redacción literal se hace a la validez, y aludir en cambio a la recuperación de eficacia, o, mejor, a la reviviscencia del contrato.


� El original dice, en disyuntiva, misma especie o calidad, aunque tal vez se trate de una errata (en lugar de misma especie y calidad), que debe aludir al tantumdem eiusdem generis et qualitatis.


� En el original: Une créance dérivant d’un contrat n’est pas exigible lorsque, et pour tout le temps où, par rapport à celle-ci, les qualités de créancier et de debiteur se réunissent dans la même personne. Puede tratarse de un giro idiomático, o ¿se refiere a una forma provisional de extinción? Vid. el art. 128 en cuanto a las causas extintivas del contrato.


� Traducción debida a  Mª Ángeles PARRA LUCÁN. Catedrática de Derecho Civil de la Universidad de La Laguna.


� El texto original utiliza la expresión "caviardage", sin traducción equivalente, y se refiere a "cláusulas tenidas por no escritas", por lo que se ha optado por referir el epígrafe a la "no incorporación", expresión conocida y utilizada en algunos textos legales (en la regulación de condiciones generales, por ejemplo).


� El texto original utiliza la expresión "anéantir", que se ha traducido por "dejar sin efecto", pero parece que también puede hablarse de invalidar, suprimir o eliminar.


� La versión francesa original establece que: "Est inefficace par disposition de loi, mis à part ce que prévoient les alinéas 1, 4 y 6 del art. 140". He optado por entender que lo que se quiere decir es que resulta la ineficacia por disposición legal en los supuestos que se mencionan a continuación salvo que, al mismo tiempo, se esté en los supuestos del art. 140, que declaran la nulidad del contrato y, entonces, tiene preferencia el régimen de la nulidad.


� La versión original utiliza el término "conscience", que se ha traducido literalmente, pero si se entiende que la regla se refiere a los casos de declaraciones en broma, o con fines docentes u otros semejantes, quizá fuera preferible utilizar la expresión "sin la intención".


�  Traducción de los artículos 156 a 173 a cargo de Mª Teresa ALONSO PÉREZ, Profesora Titular de Derecho Civil de la Universidad de Zaragoza. 


�  En el original hay una errata y dice literalmente: artículo 1.a) del artículo 140, cuando debería decir apartado 1. a) del artículo 140.  


� En el original se dice literalmente los cónyuges. 





